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Prólogo 



Constituye un motivo de gran satisfacción y un alto honor, por muchas razones, presentar al lector interesado la obra de la doctora Inmaculada GARCÍA PRESAS, con motivo de la gentileza que ha tenido —constitutiva de una gran deferencia para mí— de solicitarme escribir el prólogo al presente libro.

No resulta nada fácil prologar un libro, sobre todo cuando, como en este caso, la autora es una magnífica discípula además de entrañable y muy querida compañera, lo cual agrava la dificultad que entraña no dejarse llevar por el cariño y apasionamiento en la elección de las palabras con las que se trata de presentar a la autora e introducir al lector, ajeno a todo ello, en la obra con rigor y objetividad.

La actual monografía tiene su origen en la tesis doctoral, que tuve la enorme honra y fortuna de dirigir, leída en la Universidad de A Coruña y en cuyo Tribunal participaron los colegas y amigos, todos ellos catedráticos de Derecho Civil, Agustín LUNA SERRANO, Xavier 0´CALLAGHAN MUÑOZ (actualmente magistrado del Tribunal Supremo), Carlos MALUQUER DE MOTES I BERNET, Ramón HERRERA CAMPOS y el decano de la Facultad de Derecho de la Universidad do Minho en Braga (Portugal) Luis COUTO GONÇALVES, que, por unanimidad, decidieron dar la máxima calificación, con mención europea, al excelente trabajo efectuado que ahora, con las oportunas puntualizaciones, se presenta en formato de libro.

En este libro se aborda, de manera integral, la mediación familiar en la legislación hispana y, según figura en su rúbrica, se estudia como una alternativa al proceso judicial de separación y divorcio, con manejo de la mejor doctrina española, valorando con todo lujo de detalle la variada normativa de la mediación familiar en nuestro país.

Conozco, desde hace tiempo, a la autora, e, incluso, formamos parte de un mismo Grupo de Investigación, y doy fe de su gran capacidad, como docente y como investigadora en el área de Derecho Civil, que, fácilmente, puede comprobarse con sus publicaciones en las que demuestra que es una experta en medios alternativos de resolución de conflictos, como se evidencia, entre otros, en su libro La aplicación de la mediación en los conflictos familiares. Brasil, Portugal, España —que se publica en Curitiba (Brasil), en Juruá Editora (2009)—, o en su artículo sobre «La Ley de Mediación Familiar de la Comunidad de Madrid», publicado en la Revista Parlamentaria de la Asamblea de Madrid, vol. XVI, junio 2007.

Presento, pues, muy honrado, este libro de una autora, pese a su juventud, muy madura ya, no sólo por las previas publicaciones de numerosos artículos —así, por ejemplo, «La inscripción de las sociedades profesionales en el Registro Mercantil y en el de Sociedades Profesionales», en Dereito. Revista Xurídica da Universidade de Santiago de Compostela. Vol. XVII, num. 1 (2008); «Portugal e Brasil. Dois modelos de implantação da mediação familiar». «Scientia Iurídica. Revista de Diteito Comparado Português e Brasileiro». Universidade do Minho. Num. 316 (Outubro/Decembro de 2008)...— sino, también, por la soltura acreditada por sus numerosas colaboraciones y trabajos de coordinación y secretaría en numerosos seminarios y actividades formativas.

Quiero también destacar que durante su período de formación, tras su brillante— licenciatura en Derecho, con Diploma Supplement (o suplemento europeo) de la Universidad de Santiago y Universidad Complutense de Madrid, y tras obtener, con la máxima calificación, el diploma de Estudios Avanzados, con un trabajo de investigación tutelado sobre el matrimonio civil en España de 1870 a 1914, se ocupa de ampliar sus conocimientos cursando el Master en Derecho de Familia de Zarraluqui Abogados, en Madrid.

Ha participado, hasta la fecha, en proyectos de investigación, financiados por la Xunta de Galicia, sobre «Valoración xurídica da mediación familiar en España e de forma particular en Galicia» así como acerca de «Conciencia e violencia. Principios hermenéuticos para a resolución de conflictos ao servizo dunha cultura de paz», así como en el Proyecto acerca de «Políticas jurídicas sobre el menor», financiado por la Secretaría de Estado de Universidades, asistiendo, además, a innumerables congresos y reuniones científicas en los cuales ha presentado interesantes contribuciones.

Todo su currículum y preparación profesional se ven bien plasmados en efecto en el libro que ahora presentamos al público especializado sobre un tema de particular relevancia en nuestro país, y de permanente actualidad, sobre lo cual conviene hacer proselitismo pues es verdad que la mediación, entre otras virtudes, ahorra tiempo y dinero; aumenta la creatividad y responsabilidad de las partes para encontrar puntos de acuerdo, que suele tener efecto durante más tiempo, como bien dice la autora, que se ha ocupado, minuciosamente, de estudiar la institución con todo detalle en el complicado mapa legislativo español.

Por todo ello, la presente monografía que ahora se ofrece al lector ha de quedar como referencia obligada para el estudioso y para el práctico del derecho, quienes, sin duda, habrán de tenerla a la vista desde ahora cuando hayan de ocuparse de alguna de las cuestiones que en la misma se analizan, pero también, por sus valientes propuestas de lege ferenda, habrá de ser tenida muy en cuenta por el legislador, y no sólo el nacional.

La importancia del objeto de estudio de este libro puede evidenciarse al comprobar el desigual marco normativo español, con once Comunidades Autónomas con leyes propias de mediación familiar, y la previsión de una amplia norma estatal que pueda desencadenar en la deseable similitud en la materia, acabando con la actual situación de notoria disparidad que, como en tantas otras materias, desborda el contenido constitucional de la competencia en materia civil.

En la Constitución, la legislación civil es competencia exclusiva del Estado y sólo la preexistencia de un Derecho civil foral en determinadas Comunidades Autónomas, no en todas, permite la conservación, modificación y desarrollo de su derecho propio que, «en todo caso», nunca podrá alcanzar a las materias reservadas al Estado, entre las que cuenta las bases de las obligaciones contractuales, si bien la realidad ha seguido distinto camino en beneficio de la competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas, siendo propiciada, en buena medida, la desaforada actividad legislativa autonómica —aunque no sea razón justificativa suficiente— por la pasividad estatal en materias del Derecho Civil demandadas por la sociedad, en el ámbito sucesorio, de viudedad o de las parejas de hecho, al igual que sucede en materia de mediación familiar.

Todas las Comunidades Autónomas, y no sólo las forales, han asumido competencias en materia de Derecho Civil y no se han limitado a la conservación, modificación y desarrollo de su derecho, sino a legislar, bajo principios propios, y distintos a los del Código Civil, sobre las instituciones que les ha parecido más oportuno, tuvieran o no antecedentes en su legislación, que pudieran desarrollar, e incluso forzando las materias atribuidas «en todo caso» al Estado.

Todas han ido ampliando su Derecho Civil más allá de la permisión del texto Constitucional, hasta el punto de que algunas de ellas, sobre todo Cataluña, han regulado la mayor parte del Derecho Civil, de suerte que, por la mecánica del recurso de inconstitucionalidad, a consecuencia de la pasividad —generalmente por motivos políticos— de los legitimados activamente para interponerlo, leyes autonómicas que vulneran, claramente, el contenido de la Constitución conservan, empero, su constitucionalidad.

También es cierto que, como se puede ver en este libro, la atribución competencial autonómica se pretende justificar sobre la base de la materia de asistencia social, si bien no se limitan a la implantación del servicio público de la mediación familiar sino que regulan con toda la amplitud que pueden el mismo contrato de mediación y hay que señalar que la regulación de la adopción, entre otras materias, en la Ley 2/2006, de 14 de junio, de Derecho Civil de Galicia, está recurrida ante el Tribunal Constitucional a pesar de que ello ya había sido objeto de regulación, si bien no en lo relativo a la formación de los aspectos jurídico-civiles, en la Ley gallega 3/1997, de 9 de junio, de protección jurídica, económica y social de la familia, la infancia y la adolescencia.

En efecto, en el propio recurso se recuerda que aunque, al margen de su legislación sobre derecho civil propio, el Parlamento de Galicia había legislado ya sobre protección de menores, sin embargo la Ley gallega 4/1993, de 14 de abril, reguladora de los Servicios Sociales, que deroga la anterior Ley gallega 3/1987, sobre la misma materia, se refiere a la institución de la adopción, pero no lo hace desde una perspectiva de regulación de los aspectos jurídico-civiles de tal institución, sino, exclusivamente, desde la perspectiva de incluir a los servicios administrativos relacionados con la adopción en la Comunidad de Galicia en la consideración de servicios sociales de atención especializada, en el marco de la competencia autonómica en materia de asistencia social reconocida en el art. 148.1.20.ª de la Constitución y en los arts. 27.23 y 24 del Estatuto de Autonomía de Galicia, tras lo que se añade que la Ley gallega 3/1997, de 9 de junio, de protección jurídica, económica y social de la familia, la infancia y la adolescencia, que, como dice en su Preámbulo, pretende superar el obstáculo de identificación entre derecho de familia y derecho civil, también aborda la regulación de la adopción, pero desde el punto de vista de la ordenación de la gestión pública del procedimiento adoptivo en la Comunidad Autónoma de Galicia y no en lo relativo a la formación de los aspectos jurídico-civiles de tal institución.

Así las cosas, creo que era necesario un estudio serio, profundo y riguroso como éste sobre la situación jurídica de la mediación familiar en nuestro país, destinado, sin duda, a convertirse desde ahora en obligada referencia bibliográfica como instrumento cualificado y altamente eficaz al servicio de todos los que, desde diversos aspectos, se interesen por cuestiones de tanta trascendencia como las que aquí se abordan y que debe ser tomado como punto de partida necesario para las oportunas modificaciones legislativas en el futuro.

La autora ha conseguido, sabiamente, combinar su tarea docente con las labores propias de la investigación científica, alguno de cuyos resultados tenemos ahora a la vista y que hacen presagiar que su ilusionado esfuerzo y dedicación se concrete en una magnífica carrera universitaria.

En esta monografía se evidencia la constancia, capacidad de trabajo, rigor científico y tenaz dedicación de una profesional de primera categoría a quien auguro un gran futuro en toda su trayectoria docente e investigadora, por su juventud, preparación y gran ilusión y voluntad de superación, que, bien lo sabe, puede contar conmigo, a su entera disposición, de manera incondicional, con lo cual me permito concluir, muy satisfecho, el presente prólogo, para no demorar más dar paso a la lectura de este magnífico libro sobre un tema apasionante tratado con gran agudeza, serena valentía, mucha documentación y fina intuición jurídica.

Domingo BELLO JANEIRO

Catedrático de Derecho Civil de la Universidad de A Coruña

Miembro de Número de la Academia Gallega

de Jurisprudencia y Legislación






Introducción 



La legislación hispana ha integrado, en esta primera década del siglo XXI, una serie de leyes, de rango autonómico, que tratan, específicamente, sobre la mediación familiar siendo, en este momento, once las Comunidades Autónomas que disponen de marcos jurídicos al respecto —Cataluña, Galicia, Comunidad Valenciana, Canarias, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Islas Baleares, Comunidad de Madrid, Principado de Asturias, País Vasco, Andalucía— .

Desde que Cataluña abordó, en el año 2001, esta cuestión hasta que Andalucía, en la anualidad actual, publicó su Ley reguladora de Mediación Familiar, se ha ido tratando la cuestión con matizaciones varias, de tal forma que se ha configurado un camino, inacabado, a valorar teniendo en cuenta la alternativa que supone la mediación familiar al enfrentarse ante una serie de conflictos de orden familiar como pueden ser los derivados de una separación o un divorcio.

El estudio aquí planteado (1)  parte del análisis sistemático de las Leyes, Decretos y Órdenes de rango autonómico —así como del sucinto tratamiento legislativo de la cuestión a nivel general de España— y, además, de la valoración de la doctrina hasta ahora existente en la materia —en esta temática concreta—. Con él se pretende dar cuenta de lo que hay de común, y de diverso, en ese plural marco normativo considerado.

Al tiempo puede reconocerse, lo aquí valorado, como un pertinente punto de partida, a la hora de afrontar un quehacer legislativo, no solo en aquellas Autonomías —Aragón, Cantabria, Extremadura, La Rioja, Navarra, Región de Murcia— pendientes de consideración de la materia, sino también por el Gobierno del Estado y las propias Cortes Generales que han de tratar, muy pronto, sobre la concreción de una Ley de Mediación.

Recientemente Cataluña, con su Proyecto de Ley de Mediación en el ámbito del Derecho Privado, pretende orientar la actividad mediadora de su Comunidad Autónoma teniendo en cuenta temáticas más amplias que las propiamente familiares; de este modo desglosa las materias que son objeto de consideración en dos áreas: la propiamente familiar y la denominada mediación civil.

Parece evidente que ha de ser la venidera Ley de Mediación —que se promulgue, a nivel general— el instrumento indicador de una deseable reformulación de la práctica mediadora en España, yendo más allá de la temática propiamente familiar sin que, por ello, deje de tener un especial ámbito de desarrollo en la misma y, concretamente, en aquella problemática derivada de las separaciones y divorcios.

El que, al titular este estudio, se incida en el valor jurídico de la mediación familiar ante la separación y el divorcio quiere dejar patente que, en ambos casos, se encuentra el quehacer cuantitativamente más importante al aplicarla, pero, aún siendo así, su validez es igualmente destacable en otros ámbitos, susceptibles a la confrontación familiar: los derivados de una nulidad, las rupturas entre personas que forman una unión de hecho, las controversias entre hermanos, las relaciones entre adoptados y sus familias biológicas...

En todo caso ha de tenerse presente que lo acordado, a través de una mediación familiar, en los supuestos de separación y divorcio —para formalizarlos debidamente—, requiere una sentencia, por lo que, en ese sentido —con la aplicación de la actividad mediadora—, lo que se hace es facilitar al juzgado una parte muy destacable de su actividad al respecto.

Así pues, no debe obviarse el hecho de que la utilización de la mediación familiar, en los casos de separación y divorcio, es complementaria a la propia de la Administración de Justicia y, en ningún caso, sustitutiva de la misma, con independencia, claro está, de que se le haya de reconocer su condición de mecanismo autónomo.

Pues bien, en ese contexto, es en el que se concreta este libro que se deriva de una parte específica de la tesis doctoral que he defendido, en el año 2008, en la Universidad de A Coruña siendo dirigida por el profesor BELLO JANEIRO, catedrático de Derecho Civil, a quien, además de agradecerle su continua supervisión, y apoyo, de mi trabajo académico, le debo gratitud por el prólogo con el que me presenta y honra.

También todo mi reconocimiento, y gratitud, a los catedráticos de Derecho Civil, profesores Agustín LUNA SERRANO, Xavier O´CALLAGHAN MUÑOZ, Carlos Maluquer DE MOTES I BERNET, Ramón HERRERA CAMPOS y al decano de la Facultad de Derecho de la Universidad do Minho —en Braga (Portugal)— profesor Luis COUTO GONÇALVES —miembros del Tribunal de mi tesis doctoral—, ya que soy deudora de sus consejos, que me han ayudado en la concreción de esta obra.

Asimismo deseo explicitar mi reconocimiento agradecido a LA LEY, dada la deferencia que supone publicar en esta Editorial, tan prestigiada, cuyos profesionales han tratado con sumo detalle la concreción de este libro.

Inmaculada GARCÍA PRESAS





	 (1) 

	Trabajo realizado en relación con los proyectos «Políticas jurídicas sobre el menor» (Proyecto I+D SEJ 2007-67096) y «Concordancia e violencia. Principios hermenéuticos para a resolución de conflitos ao servizo dunha cultura da paz» (Código de ayuda PGIDIT07PXIB205043PR).
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La mediación familiar en España 



La mediación familiar es una realidad creciente en España, tanto en el ámbito de la práctica como en el de la normativa propiamente dicha. Puede entenderse como una nueva cultura en la manera de afrontar problemas que, anteriormente, de forma inevitable tenían solución, tan sólo, en el mundo judicial (1) .

Decir que la mediación familiar es un recurso para afrontar situaciones de ruptura de parejas sin tener que solucionar la cuestión en un juzgado no deja de ser una manera de minorar las posibilidades intrínsecas en un modo de operar, cada vez mejor regulado, que busca la mejor normalización posible en situaciones, calificables de una forma amplia, como familiares.

Tanto desde el Gobierno central —por la vía de la puesta en marcha de planes al respecto y de las correspondientes partidas presupuestarias— como desde las Comunidades Autónomas —por la decisión tanto de sus respectivos órganos de gobierno como de los legislativos— se está asumiendo, de forma progresiva, esta cuestión. Lo mismo cabe decir de la Administración local, que desempeña, igualmente, un papel creciente, en este mismo sentido, entendiéndola como un servicio al ciudadano.

En cualquier caso, la mediación familiar en España se ha desarrollado fundamentalmente en los últimos años. No obstante, llama la atención, el hecho de que hace aproximadamente una década —al valorarse la implantación de la mediación en España, por parte de REDORTA LORENTE— se estudia el fenómeno sin apenas valorar lo que puede ser, como campo de quehacer relevante en el ámbito de la mediación, el dedicado a la familia; tanto es así que dice, en 1996, que «Hablar del futuro de la mediación en España será hablar de su acceso a campos como sanidad, medio ambiente, urbanismo, administración, barrios, mediación en problemas interculturales, mediación escolar, prevención de conflictos y un largo etcétera» (2) .

I.  SU PUESTA EN MARCHA: PRÁCTICA, GESTIÓN, PROMOCIÓN

En la puesta en marcha de la mediación familiar en España se produce una continua interrelación entre lo que una sociedad cambiante demanda, desde su propia realidad, y la respuesta que, desde las instancias públicas, se le va dando a las necesidades de los ciudadanos. En este sentido, la promoción de la mediación familiar conlleva una nueva perspectiva en el modo de afrontar los problemas que tiene una familia en continua transformación. Por lo tanto, a través de esta institución se trata de buscar una solución a cuestiones que, de otra manera, habrían de ser resueltas ante los Tribunales de Justicia.

El problema no es nuevo. De hecho, en lo que respecta a la mediación familiar, se repite en los diferentes países en que va tomando forma. Es más, y esto es lo habitual, lo que hacen los Gobiernos y las Leyes no es otra cosa que asumir, con más o menos acierto, lo que bien puede ser entendido como una demanda social, más o menos conscientemente y coherentemente expresada.

1.  Práctica inicial

Son personas concretas —a veces del campo doctrinal, y otras del ejercicio profesional— y asociaciones de diferente índole las que, conocedoras de una experiencia foránea, impulsan la mediación familiar a la que el poder de la Administración le irá dando atención en una España que, con su distribución autonómica, reparte competencias tanto en lo social —la familia es parte central de lo que se entiende como Asuntos Sociales— como en lo jurídico —la cobertura legal de la familia, a la que no es ajena la mediación, es un asunto crucial a la hora de ordenar, debidamente, la práctica mediadora—.

Cabe recordar el papel pionero que supusieron determinadas experiencias profesionales, que tienen nombre propio. Es el caso de Antonio COY, quien constata que, con Serafín MARTÍN CORRAL y Fe BENITO CASTRO, fueron ellos los que iniciaron los trabajos en mediación familiar, desde los equipos técnicos adscritos a los Juzgados de Familia, estando COY, entonces, en Murcia (3) . Será en este contexto, ya en 1986, cuando se publica en España un primer artículo de mediación familiar, escrito precisamente por COY y otros (4) .

Es, en todo caso, en torno a los Juzgados —en temas propios de Familia— donde se pone en marcha la práctica de este tipo de procedimiento. Para ORTUÑO, la «experiencia que me resultó más enriquecedora es la que se hizo en torno a los juzgados de familia de Barcelona, con los equipos psicosociales, en la que Ignacio Bolaños y un grupo de compañeras, María Angeles Menéndez Martín, Cristina García, Silvia Mayor, trabajaron muy seriamente; o lo que se hizo en torno a los juzgados de Sevilla con Antonio Coy; o los de Bilbao, con Serafín Martín; o de Valladolid, con Fe Benito; e incluso Madrid, con Vicente Ibáñez que desarrolló un método propio de mediación intrajudicial» (5) .

Fue en el año 1983 cuando se crearon los primeros equipos psicosociales en los Juzgados de Familia de Barcelona, los cuales pronto empezaron a utilizar la mediación en la modalidad de mediación intrajudicial como una parte importante de su actividad (6) . En este caso, han sido relevantes el papel desempeñado por Pascual ORTUÑO, como Magistrado de Familia, e Ignacio BOLAÑOS, como psicólogo (7) .

Han de entenderse, pues, estos primeros pasos en la práctica de la mediación familiar como la «[...] aportación de algunos psicólogos en los juzgados de familia, que al realizar su trabajo en el ámbito de la prueba pericial psicológica en los casos de separación, divorcio, responsabilidad parental [...] intentaron aplicar las técnicas que llegaban entonces de forma incipiente a España, fundamentalmente procedentes del ámbito anglosajón. Estos psicólogos de los equipos judiciales intentaron transformar la prueba pericial en una intervención en mediación. Este aspecto, cuantitativa y cualitativamente, desde mi punto de vista fue lo más importante» (8) .

Se trata, en todo caso, el hecho de la existencia de las experiencias que han venido desarrollándose en determinados Juzgados de España como algo que tiende a extenderse, fundamentalmente, desde finales de los noventa del pasado siglo, a Cataluña, Madrid, País Vasco, Valencia, Andalucía y Navarra (9) .

Pero no solamente es en Juzgados donde se hacen las primeras aproximaciones a la mediación familiar. También, con ORTUÑO, caber recordar cómo, entonces, se acomete «[...] alguna actividad relevante de institutos privados, o de instituciones privadas en el ámbito de la psicología, que comenzaron a hacer experiencias pioneras, muy limitadas, siempre vinculadas a la terapia familiar, como citaría el caso de Trinidad Bernal, el caso del servicio de terapia familiar del hospital San Pau de Barcelona, o del instituto Genus de Barcelona [...]» (10) .

El primer servicio de mediación familiar del que tenemos noticia es el «Servicio de Mediación a la Familia» de Donosti, interrumpido a los pocos años de su fundación. Fue creado en el año 1988 por una trabajadora social y criminóloga que participó en la 22.ª Conferencia Internacional de Bienestar Social que tuvo lugar en Montreal en el año 1984, donde se presentó el servicio de ayuda a la familia dependiente del Tribunal Supremo de Montreal (11) . En 1988, dicho servicio elaboró un proyecto de ayuda a la familia en conflicto «antes, durante y después de la separación o del divorcio», con el nombre de «Servicio de mediación a la familia en conflicto». El proyecto fue aprobado, y, posteriormente, subvencionado por el Departamento de Justicia del Gobierno vasco.

También ha sido reconocida, por su singularidad, la «[...] experiencia de Ibiza, que fue de las más significativas, porque intentaron desde la iniciativa privada conectar con los juzgados» (12) .

ORTUÑO —a la hora de analizar, en su conjunto, aquellos primeros pasos en la puesta en marcha de la mediación familiar en España— valora «Como puntos negativos, tal vez, la fragmentación de las iniciativas, la desunión de las personas que habían comenzado a hablar de la mediación en muchos lugares, incluido Cataluña» (13) 

A finales de los noventa se desarrollan una serie de experiencias de carácter fundamentalmente individualista (14) ; el grado de percepción de la existencia de una realidad suficientemente consistente en la España de entonces es prácticamente nulo (15) .

2.  Gestión

La expansión de los servicios de mediación va a estar ligada, en su vertiente práctica, a la promoción que el Ministerio de Asuntos Sociales hace de los mismos en función de las responsabilidades que tiene encomendadas. De este modo se ponen en marcha una serie de subvenciones que continúan actualmente (16) .

Así, con el inicio de la década de los noventa, el Ministerio de Asuntos Sociales pone en funcionamiento programas que tienen que ver con la mediación. De este modo, la Dirección General de Protección Jurídica del Menor aprueba, en 1990, un Programa de Mediación como experiencia piloto (17) .

En 1990 empezaron, también en España, casi de forma simultánea, cuatro servicios de mediación familiar. El primero de ellos, ubicado en Madrid, era el Servicio de Mediación Familiar (SMF), de la Unión de Asociaciones Familiares (UNAF), constituido a partir de un convenio-programa entre el Ministerio de Asuntos Sociales y UNAF (18) .

Es por entonces cuando se pone en marcha el Programa de Mediación en Ruptura de Pareja, que fue realizado por el equipo del Centro de Resolución de Conflictos Apside, promocionado por la Asociación Atención y Mediación a la Familia en Proceso de Cambio, y subvencionado por el Ministerio de Asuntos Sociales. Se plantea con ámbito estatal (19) y va a ir desarrollándose en diversas ciudades: Mérida, Murcia, Albacete, Toledo, Ciudad Real, Cuenca, Guadalajara, Oviedo, Fuenlabrada, Torrejón de Ardoz... (20) .

Ha de reseñarse, igualmente, que el Programa de Mediación Familiar que puso en funcionamiento el centro psicológico Apside lo hizo conjuntamente con la Fundación Familia, Ocio y Naturaleza (FONAT). El Centro era gestionado por un equipo pluridisciplinar (21) .

En el año 1991 comienza su camino otro programa —también con financiación estatal (22) : el de la UNAF (Unión de Asociaciones Familiares), que pone en marcha, igualmente en Madrid, un Servicio de Mediación Familiar (SMF) (23) .

En Barcelona se crearon, unos meses más tarde que en Madrid, dos servicios de mediación familiar: el Servicio de Mediación Familiar de Barcelona, adscrito al Instituto de Trabajo Social y Servicios Sociales (INTRESS), y el Servicio de Mediación Familiar del Instituto Genus (24) .

En Bilbao, también en 1991, comenzó a funcionar, después de un año de preparación, el Servicio de Orientación Familiar Lagungo, integrado en la Delegación Diocesana de Pastoral Familiar de Bilbao (25) . El País Vasco contará, a partir de 1996, con una participación activa de su Gobierno autonómico (26) .

El propio ORTUÑO destaca la importancia que tuvo el hecho de que quienes «[...] comenzaron a realizar experiencias de mediación alrededor, sobre todo, de las políticas de bienestar social, de políticas públicas de la familia [...] en este caso, el modelo a seguir no fue el norteamericano, sino que fue el francés, por ejemplo, en el año 92, del Ministerio de Asuntos Sociales, al que vinieron mediadoras francesas y estuvieron explicando y exponiendo qué se podía hacer al respecto» (27) .

Es en 1997 cuando el Congreso de los Diputados, por unanimidad, recomienda al Gobierno el incentivar los servicios de mediación familiar, lo que dio lugar a un programa que desarrollará el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales: «[...] se instrumentó a través de la creación de Servicios de Orientación y/o Mediación Familiar en las Comunidades Autónomas. Este proceso de la implantación de la mediación familiar en España, supuso un avance con la creación de 40 servicios desde los que se ofrecía mediación familiar desde el ámbito público en Ayuntamientos y Comunidades Autónomas» (28) .

Existe un reconocimiento prácticamente unánime sobre el valor de esta acción que se considera como una iniciativa pionera del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, entendiéndose que «[...] ha sido crucial para el desarrollo de la mediación. Si no hubiera promocionado estos programas se hubiera tardado muchísimo en conocer a la mediación, sobre todo por la gratuidad. La gratuidad es algo que ha adelantado en años el conocimiento de la mediación» (29) .

De este modo, los servicios de mediación familiar se han ido extendiendo por el conjunto de España. Así, ya en 2005, «[...] salvo Ceuta y Melilla, todas cuentan en el momento con servicios de mediación familiar financiados total o parcialmente y de acuerdo con diferentes fórmulas para las Administraciones Autonómicas correspondientes, como da cuenta detalladamente respecto de cada una de ellas el Informe de 26 de abril de 2005 del Defensor del Pueblo» (30) .

Existen, por lo demás, desde hace años en España otros servicios de atención a la familia que incluyen en sus prestaciones la mediación familiar. Alguno de ellos de orientación cristiana (31) , circunstancia que pudo llevar a determinadas confusiones, en un primer momento, a la hora de difundir la mediación familiar en su sentido más preciso (32) .

Por otra parte, las diferentes confesiones religiosas están recorriendo un camino en paralelo al respecto. Por lo que se refiere a la Iglesia católica, la Conferencia Episcopal Española, con fecha de 21 de noviembre de 2003, hace público su «Directorio de la Pastoral Familiar de la Iglesia en España»; en dicho texto asume la validez de la mediación como «método de resolución de ciertos conflictos familiares, en virtud de la autonomía de la voluntad de las partes que deciden poner fin a una controversia que les enfrenta, cuando se dan simultáneamente estas tres condiciones: a) cuando previamente se han agotado otros recursos pastorales; b) cuando el proceso que da lugar a la controversia es legítimo; c) cuando el objeto de la controversia sean bienes privados de los que puedan disponer libremente los cónyuges (cuestiones patrimoniales, etc.)» (33) .

Pero aun cuando la Conferencia Episcopal Española le otorga ese valor positivo al mediador prefiere impulsar, más bien, la figura del orientador familiar, a través de los COF (Centros de Orientación Familiar); la tarea fundamental de dicho orientador «es promover el perdón y la reconciliación entre los cónyuges, haciéndose cargo de sus auténticas necesidades» (34) ; se trata, así, de llevar a cabo una función de naturaleza distinta a la del mediador familiar propiamente dicho.

En todo caso, la mediación familiar en España, como forma de solución de conflictos, resulta comúnmente aceptada desde el ámbito de las confesiones y se puede decir que es promovida por la propia Iglesia católica (35) , las Iglesias evangélicas (36)  y es, asimismo, reconocida por la comunidad judía (37) .

3.  Promoción

La actividad promocional de la mediación familiar ha tenido, en estos años, aportaciones de interés. Cabe citar como un hecho significativo, en la promoción de la mediación familiar, la «[...] conferencia que dio en Barcelona Sara Cobb en el año 91 sobre la neutralidad del mediador, en el veinticinco aniversario del Instituto Genus, dedicado a terapia familiar [...] fue en una sala de La Caixa [...]» (38) . Es éste un momento en el que inician sus trayectorias en la mediación familiar determinadas figuras que van a ser relevantes en la puesta en marcha en España (39) . Asimismo, fue determinante la aportación que hizo la Asociación Interdisciplinaria Española de Estudios de la Familia (AIEEF) (40) .

Se están dando, por otra parte, en estos momentos, los pasos para integrar la puesta en marcha de la mediación familiar en un contexto europeo. En este sentido, «la UNAF se incorpora como miembro de la Asociación para la Promoción de la Mediación en Europa en el año 1994. Cuando, posteriormente, dicha organización fue absorbida por el Fórum Europeo de Mediación Familiar, la UNAF, continúa en este organismo europeo de mediación como miembro de pleno derecho» (41) .

Pero, aun viéndose la cuestión desde Europa, no se deja de valorar, en determinadas reuniones científicas, lo que aportan otros modelos, concretamente americanos (42) .

En el año 1995 va a ser España, concretamente Madrid, el lugar donde se celebra el congreso en el que se crea el Foro Mundial de Mediación (WMF), que abarca todos los sectores de la mediación (43)  y que fue considerado, en aquel momento, como «un lugar de reflexión y potenciación de la mediación» (44) .

En febrero de 1997, el Centro de Estudios del Menor y de la Familia del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales publicó un Informe sobre la situación de la mediación en España, fruto de las sesiones llevadas a cabo por un grupo de trabajo con participación de representantes de las Comunidades Autónomas que habían iniciado experiencias de mediación familiar (45) .

También caber hacer mención al Informe de la Subcomisión creada en la Comisión de Política Social y Empleo del Congreso para estudiar la situación de la familia en España, aprobado en el Pleno por unanimidad a finales de 1997, «[...] ya incluía entre las recomendaciones al Gobierno la potenciación de los dispositivos de mediación familiar» (46) .

En el terreno de lo privado, hoy España está presente en el Foro Europeo para la Formación e Investigación en Mediación Familiar, constituido en 1998, lo que supone que los estándares de formación, que han sido actualizados en París en enero de 2003 (47) , han de ser valorados como los adecuados por parte de los profesionales españoles.

En 1999 se celebra un congreso nacional sobre mediación familiar en Valencia en los días 22 y 23 de abril. En ese mismo año, en Barcelona, se lleva a cabo otro congreso de carácter internacional los días 6, 7 y 8 de octubre (48) .

En el año 2003 se realiza un congreso internacional en las Palmas de Gran Canaria, los días 20, 21 y 22 de marzo. Fue organizado por el Centro de Orientación Familiar de Canarias con motivo de la celebración del 25 aniversario de su creación (año 1978). El 23 de febrero de 2004 tiene lugar el Primer Congreso Andaluz de Mediación Familiar. El Congreso de Mediación Familiar de Valladolid se celebra entre el 31 de mayo y el 1 de junio de 2004 (49) . Como es evidente, toda esta actividad congresual ha ido generando una mentalidad positiva en relación con la implantación de la mediación familiar (50) .

En lo que se refiere a la generalidad de España, se echa en falta, también, la existencia de «alguna asociación o federación que agrupe a la mayoría de los mediadores familiares españoles» (51)  y que genere, en el ámbito de lo privado, un cierto marco común.

II.  LA NORMATIVA DE RANGO ESTATAL, EL GOBIERNO CENTRAL Y OTRAS INSTANCIAS DE CARÁCTER GENERAL

El que se haya acometido la mediación familiar en España en el marco de la actividad judicial supone que ya existía un contexto normativo que así lo permite. El propio Juez puede tener un papel al respecto desde el ámbito de la judicatura (52) . Se puede hablar, de este modo, de la posibilidad de lo que ha sido llamada «mediación judicial» que es propiciada por la propia acción judicial (53) . Y es que «la ley procesal impone a los Jueces el deber de buscar acuerdos de las partes (arts. 415 y 428 LEC). El juez debe intentar una solución negociada o acordada» (54) .

En otro orden de cosas, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales asume, en todo caso, un papel promotor en materia de orientación y/o mediación familiar, a través de la Resolución de 22 de febrero de 2000 (55) , que supone ya la creación de servicios específicos para ello.

En directa relación con la línea de acción planteada en 2000, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales pone en funcionamiento el llamado Plan Integral de Apoyo a la Familia 2001-2004; fue «[...] aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros entre las líneas estratégicas del mismo: el desarrollo de los servicios de orientación y/o mediación familiar» (56) . Entre los servicios que plantea, se encuentran los relativos a orientación y/o mediación familiar. Supone, igualmente, la generación de un marco de actuación en el ámbito de las Comunidades Autónomas, dado que se atiende, en este sentido, a generar tres líneas de acción claramente definidas: la orientación familiar, la mediación familiar y los puntos de encuentro familiar (57) .

Poco después, mediante una Resolución de 28 de marzo de 2001, se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 23 de marzo de 2001, «que formaliza los compromisos financieros para la distribución territorial de las subvenciones correspondientes a programas sociales con Comunidades Autónomas» (58) . Entre las partidas contempladas están las propias de «Apoyo a familias en situaciones especiales», figurando al respecto la programación de orientación y/o mediación familiar, considerándose la creación de servicios para ello, siendo preceptivo que «Los proyectos se seleccionarán de común acuerdo entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y cada Comunidad Autónoma».

Entre los criterios a tener en cuenta, al respecto, se valora que «los equipamientos y la gestión de los servicios referidos deberán ser preferentemente de titularidad pública. En los casos en que su titularidad corresponda a fundaciones, ONG u otro tipo de entidades privadas sin ánimo de lucro, deberá tratarse, en todo caso, de entidades colaboradoras de la Administración Autonómica o Local [...]». También se establece que «Los servicios de orientación y/o mediación familiar tendrán un carácter multidisciplinar y estarán integrados por expertos en intervención psicosocial familiar, derecho de familia y, en su caso, en mediación familiar» (59) .

Por otra parte, y desde el preámbulo tanto de la Ley 1/2001, de 15 de marzo, del Parlamento de Cataluña —relativa a la Mediación Familiar de Cataluña—, como de la que, sobre la misma materia, hace la Generalidad Valenciana —Ley 7/2001, de 26 de noviembre—, se entiende a la Ley 30/1981, de 7 de julio, modificadora del Código Civil en materia de matrimonio, nulidad, separación y divorcio, como «el primer referente legal en España que faculta a las partes para pactar los efectos de su ruptura y establecer el convenio regulador de la separación o divorcio, sin derivar la solución hacia la vía arbitral o judicial. Además, en el procedimiento que se tramita de común acuerdo, se prevé la posibilidad de que intervenga un solo abogado o abogada, cuya intervención, en interés de ambas partes, le reviste de un cierto carácter componedor».

También el Derecho internacional privado contempla alguna norma, que vincula a la futura normativa hispana, en el uso de la mediación familiar; concretamente se tiene en cuenta, «[...] en el ámbito de la responsabilidad parental, el Reglamento (CE) 2001/2003, en cuyo art. 55.e) se establece que las autoridades Centrales de los Estados miembros, cooperarán para “facilitar la celebración de acuerdos entre los titulares de la responsabilidad parental a través de la mediación o por otros medios y facilitar con este fin la cooperación transfronteriza”» (60) .

Por otra parte, la Ley Orgánica 1/2004, de 2 de diciembre, sobre Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, establece la prohibición expresa de la mediación en el caso de que exista violencia de género «en su art. 44, al añadir un nuevo párrafo al art. 87 de la LOPJ (el vigente art. 87 ter)» (61) .

Esta disposición ha sido considerada por ORTUÑO como «[...] una prevención excesivamente radical, puesto que enuncia sin ninguna matización la inhabilidad de este sistema en todas las relaciones marcadas y condicionadas por la violencia [...] la psiquiatría especializada cuantifica en 25 escalones la graduación de la incidencia de la violencia en las relaciones interpersonales de carácter familiar, y en la mayor parte de ellas la mediación se prescribe como metodología idónea, dejando fuera de la misma los grados que representan la violencia grave, generadora de miedo y de situaciones de colapso emocional [...]» (62) .

Así pues, la Ley Orgánica de Protección Integral contra la Violencia de Género contiene, también, referencias a la mediación familiar (63) . En este sentido, el hecho de que quede patente la incompatibilidad de violencia y mediación supone la generación de un marco de acción para la actividad mediadora a tener en cuenta.

Resulta, por otra parte, fundamental —en lo que a la mediación familiar se refiere, en el ámbito estatal—, la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio (64) .

En consecuencia, es esta Ley la «[...] que introduce en el derecho procesal español la institución de la mediación familiar». De este modo, en su Disposición Final Primera incorpora la institución de la mediación familiar a dos preceptos de la LEC. Por un lado, se incluye una nueva regla, la 7.ª, en el art. 770 de la LEC, y por otro, se modifica el apartado dos del art. 777 de la LEC al añadir un inciso específico sobre esta cuestión. Será en la Disposición Final Tercera de la citada Ley de 2005 donde se anuncia una futura Ley de mediación (65) .

Se puede decir que, desde la letra de su Exposición de Motivos, se le otorga a la mediación familiar un muy importante papel, al entender que «la intervención judicial debe reservarse para cuando haya sido imposible el pacto, o el contenido de las propuestas sea lesivo para los intereses de los hijos menores o incapacitados, o uno de los cónyuges, y las partes no hayan atendido a sus requerimientos de modificación». Pues bien, la invitación a «acudir a la mediación familiar y tratar de alcanzar una solución consensuada en los temas objeto de litigio», que se hace desde esta misma Exposición de Motivos, sitúa a la actividad mediadora, en el plano de la Ley, como un deseable modo de proceder a utilizar de una forma prioritaria en relación con una posible intervención judicial.

En el propio preámbulo de esta Ley se exponen las razones de la conveniente promoción de la mediación familiar: «Con el fin de reducir las consecuencias derivadas de una separación y divorcio para todos los miembros de la familia, mantener la comunicación y el diálogo, y en especial garantizar la protección del interés superior del menor, se establece la mediación como un recurso voluntario alternativo de solución de los litigios familiares por vía de mutuo acuerdo con la intervención de un mediador, imparcial y neutral».

En función de lo señalado se introduce una nueva regla 7.ª al art. 770 de la LEC, por la que se indica que las partes pueden solicitar de común acuerdo la suspensión del proceso con la finalidad de someterse a la mediación (66) .

A raíz de la mencionada Ley de 2005, el precepto 777 de la LEC, sufre una modificación en su apartado segundo, quedando redactado del siguiente modo: «Al escrito por el que se promueva el procedimiento deberá acompañarse la certificación de la inscripción del matrimonio y, en su caso, las de inscripción de nacimiento de los hijos en el Registro Civil, así como la propuesta de convenio regulador conforme a lo establecido en la legislación civil y el documento o documentos en que el cónyuge o cónyuges funden su derecho, incluyendo, en su caso, el acuerdo final alcanzado en el procedimiento de mediación familiar. Si algún hecho relevante no pudiera ser probado mediante documentos, en el mismo escrito se propondrá la prueba de que los cónyuges quieran valerse para acreditarlo».

Cabe citar, igualmente, la Disposición Final 3.ª de la Ley 15/2005, en la que se dispone que «El Gobierno remitirá a las Cortes un proyecto de ley sobre mediación basada en los principios establecidos en las disposiciones de la Unión Europea y, en todo caso, en los de voluntariedad, imparcialidad, neutralidad y confidencialidad y en el respeto a los servicios de mediación creados por las Comunidades Autónomas» (67) .

En todo caso, como señala el propio ORTUÑO, «la reforma del divorcio en la mencionada Ley de 2005 está en la línea de considerar la mediación como metodología singular, completamente distinta del método de controversia judicial contenciosa clásica, pero también claramente diferenciada de la conciliación judicial o de la actividad negociadora que desarrollan los abogados [...]» (68) .

Se trata de un marco normativo que, en lo que al conjunto del Estado se refiere, resulta claramente insuficiente. Tal como se señala usualmente, por parte de voces autorizadas, «[...] Debería crearse un marco legislativo básico común [...] Es preciso continuar manteniendo y creando espacios de coordinación y promoción de la mediación familiar en el ámbito estatal y europeo» (69) .

De este modo lo expresa igualmente PRATS: «Una ley estatal es necesaria, en la medida que pueda, respetando las competencias de las Comunidades Autónomas, unificar algunos criterios o principios básicos. Es en este sentido que creo que es necesaria» (70) .

Hay quienes opinan que la Ley de mediación a nivel estatal no debiera dedicarse, de forma única, al ámbito de la mediación familiar (71) .

También se suele reconocer la conveniencia de que, en el plano estatal, se defina «[...] el código deontológico de las personas que estamos trabajando [...]» (72) . Dicho código se puede formular de diferentes modos. PRATS entiende que el legislador debe abordar, en este sentido, la regulación del estatuto del mediador (73) .

Es evidente que, llegados al grado de desarrollo que la mediación familiar tiene, en lo legislativo a nivel autonómico, la posición que se requiere tomar a nivel estatal no puede dejar de contemplar la existencia de la experiencia acumulada y, al tiempo, debe buscar fórmulas de homologación —por ejemplo, en la formación y reconocimiento de los mediadores—, sin que ello suponga omitir el respeto a la posible diversidad que el mapa autonómico pueda asumir (74) .

Otras cuestiones susceptibles de ser consideradas desde esa precisa Ley estatal son «[...] la vinculación de los mediadores a su propio Colegio Profesional y el engarce de la mediación con el proceso judicial. En esa medida, de esa futura ley estatal, cabe esperar una mejora en la práctica de la mediación tanto por su divulgación como por la profesionalización de la mediación» (75) .

Asimismo, se considera que «[...] la existencia de una Corporación profesional de los mediadores y de su colegiación, voluntaria u obligatoria, será decisión a abordar por la legislación» (76) .

Se precisa, en todo caso, espacios adecuados para llevar adelante la mediación familiar y, también, programas que incentiven su uso. Por eso, GARCÍA VILLALUENGA insiste en plantear que «La propuesta de creación de una red de formadores en mediación familiar pretende dar origen a un espacio de encuentro y reflexión sobre todas estas cuestiones y otras que puedan surgir en el futuro» (77) . Y también, a partir del reconocimiento de este tipo de necesidades, BUSTELO apunta que «[...] el dinero público debería ir [...] a los programas de modificación cultural de la cultura del conflicto a la cultura del acuerdo» (78) .

Nos movemos, de todos modos, en el mundo de la jurisdicción de familia que, en palabras de ORTUÑO, «[...] todavía se trata de una jurisdicción “impropia”, puesto que no está reconocida como tal por el sistema judicial, pero es también un hito importante que en el anteproyecto de ley de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial que el Gobierno ha aprobado el mes de julio de 2005, se contempla una jurisdicción especializada en litigios de persona y familia» (79) .

La mediación familiar conlleva un entendimiento de las crisis familiares desde una perspectiva de normalidad, procurando la búsqueda de soluciones que sean lo menos traumáticas posible. Ha de procurarse, así, la superación de una problemática, buscando «[...] el menor coste emocional para todas las partes implicadas, en especial para los hijos menores» (80) . Y es este valor de la actividad mediadora el que debe propiciar su impulso.

En cualquier caso, la existencia de una normativa estatal sobre esta materia parece algo imprescindible si se tiene en cuenta que las competencias que posee al respecto no son menores (81) . Es más, la garantía de algún principio básico de la mediación familiar —la confidencialidad, en concreto— tiene que ver con la modificación normativa correspondiente: «[...] la confidencialidad del proceso también se garantizará por el Estado, cuando se modifique la ley de enjuiciamiento civil para impedir que se pueda pedir por alguna de las partes, que se aporten al juicio documentos de los que se tuvo conocimiento durante las sesiones de mediación. En el momento que el Juez rechace esa petición, o la de que se pida el interrogatorio de las partes respecto de hechos o cuestiones de las que se tuvo conocimiento en el proceso de mediación, se habrá reforzado la confidencialidad, y se habrá logrado que se mantenga la mediación en un ámbito separado del proceso» (82) .

Por otra parte, y tal como sucede en el año 2008 — por medio de una Resolución de la Secretaría de Estado de Política Social, Familias y Atención a la Dependencia y la Discapacidad (83) —, se desarrollan, anualmente, «Convenios-programa de Orientación y/o Mediación Familiar y Puntos de Encuentro Familiar», suscritos entre el Gobierno del Estado y las Comunidades Autónomas —así como con las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla—, asumiendo «... la corresponsabilidad en la financiación de cada proyecto en una cuantía no inferior al 50 por 100 del coste total, incluida».

En todo caso —y, ante la actual carencia de una normativa común para España (84)  y la falta de leyes en distintas Comunidades Autónomas— la cobertura legal, que supone este tipo de Convenio, supone la existencia, de forma general, del reconocimiento de unos determinados objetivos comunes y una cierta cobertura real de la práctica mediadora en la materia.

Se parte, de este modo, de un entendimiento compartido, recogido en el propio texto de las Resoluciones en cuestión, que valora la Mediación Familiar como «el procedimiento extrajudicial y voluntario de gestión de conflictos familiares (ruptura de pareja, relaciones intergeneracionales, entre otros), donde las partes cuentan con la ayuda de una persona imparcial (mediador familiar) que diseña un proceso para que éstas puedan dialogar, primando el interés de los menores» (85) .

Igualmente han de subrayarse los esfuerzos desarrollados, en el ámbito propiamente judicial para concretar una aplicación de la mediación familiar de una forma suficientemente organizada, a nivel general; ha de citarse, en este sentido, el «Protocolo para la implantación de la mediación familiar intrajudicial en los Juzgados y Tribunales que conocen de procesos de Familia», redactado por Consejo General del Poder Judicial, siendo elaborado por los Magistrados T. MARTÍN NÁJERA, M. PÉREZ SALAZAR y J. L. UTRERA GUTIÉRREZ (86) .

III.  LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

La Constitución de 1978, que marca un verdadero antes y después en nuestro proceso histórico reciente, supone el debido marco legal en el que cabe incardinar lo que, con el paso del tiempo, será la implantación de la mediación familiar. La Constitución vigente reconoce en su Título I —De los derechos y deberes fundamentales—, Capítulo III —De los principios rectores de la política social y económica—, art. 39.1: «Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia», aludiéndose en ese mismo precepto a la protección integral de los hijos y de las madres, como, también, al deber de asistencia de los padres con respecto a sus hijos y la protección que deben gozar los niños. Ése es, pues, el ámbito sobre el que ha de proyectarse la mediación familiar.

¿Cuál es el papel de las Comunidades Autónomas al respecto? Como no podía ser de otro modo, se ajusta a lo que se recoge en el Título VIII de la Constitución —De la organización territorial del Estado—, concretamente en lo que se expresa en su art. 148.1. «Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 1.º Organización de sus instituciones de autogobierno; 2.º Asistencia social». En el apartado 2 de este mismo artículo se señala que «transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el art. 149».

Es, pues, en el ejercicio de las competencias estatutarias, cómo diferentes Comunidades Autónomas legislan sobre mediación familiar.

En todo caso se cuenta con toda una legislación autonómica en esta materia que se ha desarrollado al margen de la existencia de un suficiente marco común. Tanto es así que existen autorizadas voces que señalan su preferencia por contar con una Ley Estatal sobre esta materia e, incluso, antes que ésta, con un código deontológico común para los mediadores (87) .

Por otra parte, se ha explicado, en algún caso, la existencia de una normativa autonómica sobre mediación familiar como una respuesta a la falta de una legislación estatal al respecto (88) .

Hay, en todo caso, un claro problema competencial ante el que se encuentra el legislador autonómico en materia de mediación familiar. Alguna vez se ha subrayado un hecho que resulta evidente: que aquellas Comunidades Autónomas que tienen un Derecho civil propio —Cataluña, Galicia, Baleares, País Vasco— no han tenido en consideración las posibilidades con las que contaban a la hora de abordar la mediación (89) , «[...] porque solamente ha legislado unas materias concretas muy específicas» (90) .

En lo referente a la problemática competencial, tal como reconoce PRATS, «hay ámbitos que pueden corresponder a las Comunidades Autónomas en una parte, en otras las competencias pueden corresponder a la política universitaria y a las instituciones que tienen competencias en materia de ordenación de la actividad académica, hay otras que pertenecen a Bienestar Social, que pueden ser compartidas entre el Estado y la Comunidad Autónoma» (91) .

Es cierto, en todo caso, que de la diversidad de Leyes autonómicas en esta materia se llegó, en ciertos supuestos, a disponer de medidas que pueden alcanzar la calificación de contradictorias —lo que ha sido entendido como un punto débil de sistema— (92) , pero también es verdad que, en la sucesión de la redacción de las Leyes en las distintas Comunidades Autónomas, se ha conseguido lo que puede reconocerse como una progresiva mejora en los planteamientos asumidos y en los resultados conseguidos —lo que cabe valorar como un punto fuerte del sistema— (93) .

Es posible, en todo caso, que las Leyes autonómicas, en esta materia, vayan reformulándose de una forma más menos profunda —como sucedió ya con las de Canarias, Galicia y, en fase de proyecto, la de Cataluña—. De este modo, «[...] se provocará un cierto efecto armonizador al que, sin duda coadyuvará la futura Directiva de mediación de la Unión Europea» (94) .

Se ha entendido, además, que la diversidad no es en sí misma rechazable y que, siendo propia de un momento inicial, «[...] no impide que se pueda retomar el concepto de mediación desde posiciones uniformes» (95) .

1.  Cataluña

Fue una institución privada, el Instituto de Trabajo Social y Servicios Sociales, la que puso en marcha el Servicio de Mediación Familiar de Barcelona en 1990. El proyecto del que se parte no fue subvencionado por el Ministerio de Asuntos Sociales, ante el que fue presentado, siendo la Fundación la Caixa su financiadora (96) .

Por otra parte, según ha sido reconocido por ORTUÑO, tiene una gran importancia en la puesta en funcionamiento de la mediación familiar en Cataluña «[...] la constitución de la asociación Catalana de Mediación y Arbitraje, la ACDMA» (97) , aun cuando ese sentido de la fragmentación en las iniciativas iniciales, que fue común a toda España, también tuvo lugar en Cataluña, aunque aquí fue paliado, precisamente, por la existencia de esta Asociación (98) . No se entiende, sin embargo, lo que fue el desarrollo posterior de la actividad mediadora catalana —y cómo se regula en su Ley propia— sin valorar el trabajo en colaboración que hicieron los colegios de abogados, de psicólogos y de trabajadores sociales (99) .

Se ha reconocido a la Ley 9/1998, de 15 de julio, que recoge, en esta Comunidad Autónoma, su Código de Familia, como «La primera referencia legislativa a la Mediación Familiar en España» (100) . En la misma se contempla, en su art. 79.2, que «[...], si vistas las circunstancias, el Juez considera que las partes aún pueden conseguir un acuerdo que regule los efectos de la separación y el divorcio, puede remitirles a una persona o entidad mediadora con la finalidad de que intenten resolver las diferencias y que lleguen a un convenio regulador» (101) .

En este Código de Familia (102)  se contempla, además, en su Disposición Final Tercera, que se elabore una Ley de Mediación Familiar, «las directrices básicas de la futura Ley de Mediación» (103) , exigiendo: «a) Confidencialidad absoluta del contenido de las sesiones de mediación; b) Libertad de las partes para apartarse o desistir de la mediación en cualquier momento; c) Aprobación judicial de los acuerdos alcanzados en la mediación; d) Duración máxima del proceso de mediación limitada a tres meses, prorrogables por el mismo tiempo a petición del mediador o mediadora».

Posteriormente se presenta un primer Proyecto de Ley de mediación familiar que se publica en el Boletín Oficial del Parlamento que «no llegó a ser discutido a causa de la disolución del Parlamento de Catalunya tras convocarse las elecciones en el año 1999» (104) .

Como no podía ser de otro modo, aun cuando el texto de la Ley 1/2001, de 15 de marzo, de Mediación Familiar de Cataluña (105) , lo obvia, la normativa catalana parte de las competencias que se recogen en los arts. 9, 15, 18, 26, 28 y 33 del Estatuto de Autonomía de Cataluña —Ley Orgánica 4/1979, de 18 de diciembre (106) . Si cita, en cambio, lo que se dice en la Ley 9/1998, de 15 de julio, relativa al Código de Familia de Cataluña (107) , concretamente en su art. 79.2, donde se dispone que «la autoridad judicial [...] puede remitir a las partes a una persona o entidad mediadora con la finalidad de que intenten resolver las diferencias y que presenten una propuesta de convenio regulador [...]».

También se tiene en cuenta la Ley 10/1998, de 15 de julio, sobre normas reguladoras de las uniones estables de pareja en Cataluña (108) , dado que, en su propio contenido, se encuentra un ámbito en el que, también, cabe aplicar una mediación de parecidas características.

Hay que decir que, en el caso catalán, se parte, del reconocimiento de la existencia en el País Vasco de «un servicio de mediación familiar subvencionado por el Gobierno autónomo con la participación de los servicios sociales locales», en tanto que en Cataluña, se cuenta con «los equipos psicosociales [...] adscritos a los juzgados de familia», lo que dio lugar a lo que se entiende, en este caso, como «un modelo de mediación familiar que se aplica en Cataluña con un resultado positivo».

Hay pues, en primer lugar, un intento de ordenar una práctica mediadora en marcha a la que esta Ley 1/2001, de 15 de marzo, le va a otorgar la debida regulación en sus aspectos jurídicos fundamentales al tiempo que crea el Centro de Mediación Familiar de Cataluña.

Es precisamente el Centro de Mediación Familiar de Cataluña y los servicios de mediación familiar dependientes de los colegios profesionales lo considerado en el capítulo I de la citada Ley, refiriéndose a las funciones asumibles, ámbitos de aplicación, personas legitimadas para la mediación, naturaleza de los acuerdos, así como los requisitos para el acceso a la gratuidad de este servicio.

En el capítulo II, esta Ley se ocupa de regular las características de la mediación familiar; en el III, se trata sobre el desarrollo; en el IV, sobre el registro de las personas mediadoras; y en el V, sobre el régimen sancionador.

Tiene esta Ley catalana un evidente protagonismo en el panorama legislativo sobre mediación familiar por ser el indudable punto de partida de toda una dinámica normativa a nivel estatal. No obstante, se ha dicho de ella que «[...] parece una ley de conciliación y no una ley de mediación. Arranca como una ley de mediación en su primer anteproyecto, que no llegó a tratarse porque se disolvieron Las Cortes [...] la conciliación es una actividad específica que realiza el abogado cuando hace acuerdos fuera de los Tribunales por lo que creo que se produce una confusión» (109) .

Por otra parte, con respecto a esta Ley, que es testimonio de una «sensibilidad específica» en Cataluña, PRATS considera lo siguiente: «[...] me refiero a un elemento cultural propio de la cultura catalana, que es el denominado “pactismo”. Es una sociedad proclive al entendimiento y a la solución de sus problemas mediante el pacto. Es por ello que considero que la ley de mediación de Cataluña implicó la asunción de una posición cultural, y, consiguientemente, la inclusión de principios y reglas propias de esa sociedad» (110) .

Reglamentar la mediación familiar, regular los contenidos precisos para la formación de los mediadores y fijar las tarifas y los procedimientos son cuestiones que se tratan, posteriormente, desde el Departamento de Justicia. En primer lugar, a través de un Decreto: el 139/2002, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de mediación familiar de Cataluña (111)  y corrección de erratas del mismo (112) . En segundo término, por medio de dos Órdenes: la 237/2002, de 3 de julio, por la que se regula el contenido y el procedimiento de homologación de los cursos de formación específica en materia de mediación familiar (113) ; y la 484/2006, de 17 de octubre, por la cual se fijan las tarifas y los procedimientos de mediación familiar (114) .

En el Reglamento en cuestión se consideran los siguientes asuntos: capítulo I: Registro de personas del Centro de Mediación Familiar de Cataluña y los registros de los colegios profesionales; capítulo II: Las personas mediadoras; capítulo III: Solicitudes para acceder a la mediación; capítulo IV: Desarrollo de la mediación; capítulo V: Disposiciones sobre la retribución de quien media; capítulo VI: Normas deontológicas de las personas mediadoras; capítulo VII: Registro de quejas y denuncias.

Tiene, en este caso, una especial importancia —que se pone de relieve en este texto reglamentario— el que se especifiquen los requisitos que han de cumplir las personas mediadoras, otorgándosele un papel fundamental a la obligación de tener una formación específica, homologada desde el Centro de Mediación Familiar de Cataluña.

Por lo que se refiere a la Orden del Departamento de Justicia relativa al contenido y procedimiento de homologación de los cursos de formación específica cabe señalar que se fija una duración mínima de 200 horas, siendo obligatoria, al menos, la asistencia al 80% de su desarrollo. Se desglosan los contenidos en tres bloques: conocimientos jurídico-económicos, psicosociales y sobre técnicas de mediación y mediación familiar. Asimismo, se contempla la exención del primer bloque para quienes estén colegiados como abogados y del segundo para los que lo estén en los colegios de psicólogos, de educadores/as sociales, de pedagogos y diplomados en trabajo social y asistentes sociales.

La colaboración económica con los colegios profesionales se contempla en los presupuestos de la Generalidad de Cataluña. Concretamente en la Ley 20/2001, relativa a los presupuestos de 2002 (115) , se considera este asunto, «con el fin de contribuir a la financiación de los gastos que la organización de dichos servicios les represente».

De forma complementaria a lo anteriormente dispuesto ha de entenderse la Resolución del Departamento de Justicia e Interior de 11 de noviembre de 2002, por la que se conceden subvenciones a los colegios profesionales que colaboran con el citado Departamento en el fomento y difusión de la mediación familiar (116) .

También por medio de una Resolución del Departamento de Justicia e Interior —la JUI/2870/2003 (117) — se publica la convocatoria de concurso específico de méritos y capacidades para la provisión del puesto de responsable de Mediación Familiar de la Dirección General de Derecho y de Entidades Jurídicas.

Por último, la Ley 12/2004, de 27 de diciembre (118) , de Ordenación Económica —por la que se implantan diversas medidas financieras—, presenta, en su art. 7, diversas modificaciones que afectan a los costes de la mediación familiar.

En 2007 se publica la regulación del Sistema Catalán de Servicios Sociales; figura, entre ellos, el llamado Servicio del Centro de Mediación Familiar de Cataluña (119) .

Ya en 2008 se añade un artículo a la Ley 1/2001, de Mediación Familiar de Cataluña. Se hace por medio de la Disposición Adicional Octava de la Ley del derecho de las mujeres a erradicar la violencia machista; se trata en él sobre el límite de la mediación: «Debe interrumpirse o, si procede, no debe iniciarse cualquier proceso de mediación de pareja o familiar en que esté implicada una mujer que haya sufrido o sufra violencia física, psíquica o sexual en la relación de pareja» (120) .

En el Texto Refundido de la Ley de Tasas y precios públicos de la Generalidad de Cataluña se tratan, entre otras, las tasas a vincular con las entidades jurídicas y mediación familiar. Se consideran, en relación con las cuotas, y con la mediación familiar, las cuestiones que tienen que ver con la homologación de cursos de mediadores y la renovación de la homologación (121) .

La puesta en marcha de un Anteproyecto de Ley de mediación familiar y comunitaria de Cataluña —que se somete, mediante un edicto promovido por el Departamento de Justicia, a información pública (122) — debe valorarse en el sentido de que, a través del mismo, se pretenden mejorar y completar los contenidos recogidos en la Ley 1/2001, de mediación familiar de Cataluña (123) .

Los Presupuestos de la Generalidad para 2009 contienen una Disposición Adicional —la Vigésima Cuarta— que trata sobre el fomento de la que se denomina como «mediación familiar y comunitaria»: «El Gobierno, dentro de las disponibilidades presupuestarias, debe promover convenios con los ayuntamientos para fomentar la mediación familiar y comunitaria en el territorio».

Aún habría otros antecedentes hasta concretarse el Proyecto de Ley de la Mediación en el ámbito del Derecho privado —que integra a la mediación familiar— (124) .

2.  Galicia, Comunidad Valenciana, Canarias y Castilla-La Mancha

Tras iniciar Cataluña la asunción de formalizar desde el ámbito legislativo sus responsabilidades —a través de una Ley— relativa a la mediación familiar, muy pronto seguirían ese mismo camino la Comunidad Autónoma de Galicia y la de Valencia, ambas también en el mismo año 2001. En el caso canario habrá que esperar al año 2003 para que se apruebe una primera Ley que recibe una serie de correcciones y precisiones por medio de otra, en 2005, anualidad en la que se data, igualmente, la propia de Castilla-La Mancha.

2.1.  Galicia

Será pues la segunda Comunidad Autónoma en promover una Ley sobre Mediación Familiar —Ley 4/2001, de 31 de mayo (125) —. Además de la referencia a la Recomendación R (98)1 del Comité de Ministros del Consejo de Europa, esta norma se pone en relación con «los principios contemplados en la Ley gallega 3/1997, de 9 de junio, de la familia, la infancia y la adolescencia». Se hace, asimismo, mención a que esta Ley se aprueba «de conformidad con el art. 13.21 del Estatuto de Galicia, con el art. 24 de la Ley 1/1983, de 23 de febrero, Reguladora de la Xunta y de su presidente».

Cuenta esta Ley con un título preliminar en el que se recogen disposiciones generales relativas a esta institución: su naturaleza, significado, contenido, alcance, así como «los sujetos o partes legitimadas para instarla y las cuestiones que pueden someterse a mediación». Se dedica el título I a la regulación de la ordenación de la mediación familiar que se estructura en dos capítulos; en el primero se refiere a la configuración jurídica de la mediación familiar y en el segundo a la tramitación debida. El título II se ocupa del régimen sancionador considerando diferentes niveles de infracción.

A la hora de valorarse la Ley gallega (126)  se ha puesto especial énfasis en el modo en que ésta contempla la posibilidad de la reconciliación: «Quizá la ley que se ubica en la posición conceptual más opuesta a lo que la mediación es, es la ley gallega. Y ello en tanto que entiende que la mediación es un camino hacia la recomposición de las relaciones matrimoniales. La idea de que la mediación facilita la reconciliación de los cónyuges, inhabilita desde el inicio a la propia mediación» (127) .

En la Disposición Primera de la Ley de mediación familiar se faculta a la Junta de Galicia a realizar el desarrollo normativo de la misma. Se hace, desde la Consejería de Familia, Juventud y Voluntariado, mediante el Decreto 159/2003, de 31 de enero, que regula la figura del mediador familiar, el Registro de Mediadores Familiares de Galicia y el reconocimiento de la mediación gratuita (128) . De este modo, en el objeto de esta reglamentación, se tratan las siguientes cuestiones: la definición del concepto de mediador familiar y los requisitos que ha de cumplir especificándose, concretamente, la necesidad de una formación específica; la regulación de los derechos y obligaciones de quien media; la concreción de las causas de abstención y recusación de los mediadores familiares en los procesos de mediación; la regulación del procedimiento de habilitación para la inscripción en el Registro de Mediadores Familiares de Galicia; la organización del funcionamiento del Registro de Mediadores Familiares de Galicia; la sistematización del proceso de designación de mediadores; y la reglamentación del procedimiento para el reconocimiento de la mediación gratuita.

Debe tenerse en cuenta que, si en la Ley catalana se tiende a una unificación en el modelo de formación del mediador familiar, en el caso gallego no existe tal tipo de recomendable exigencia, dado que lo que se impone, en el art. 3 del presente Decreto, no va más allá de requerir los siguientes requisitos: inscripción en el registro pertinente contando para ello con una titulación en «derecho, psicología, pedagogía, psicopedagogía, trabajo social o educación social», y haber desarrollado al menos durante dos años con anterioridad a la solicitud de habilitación «actividades en el campo psico-socio-familiar» y «estar en posesión de las licencias o autorizaciones pertinentes para el ejercicio de su actividad profesional y, si es el caso, inscrito en su colegio profesional».

Una Orden de 12 de junio de 2003 complementa al anterior Decreto, dado que, por medio de la misma, se fijan las tarifas de mediación familiar en esta Comunidad Autónoma, diferenciando los honorarios que pagará la Administración en los casos en que se aplique la gratuidad (129) .

También se considera la mediación familiar en la Ley 7/2004, para la igualdad de mujeres y hombres (130) . En su art. 19, al abordar las medidas de erradicación de la violencia contra las mujeres, se ofrecen «gratuitamente programas de mediación familiar especializada para la resolución de conflictos o discrepancias que pudieran surgir en situaciones de crisis o ruptura familiar».

La publicación de la Ley 11/2007, de Violencia de Género de Galicia (131) , ha supuesto modificar una serie de artículos de la Ley de Mediación Familiar de Galicia, concretamente a través de su Disposición Adicional Primera, por la que, entre otras cuestiones, se redacta de una forma diferente el art. 3; esto supone una cierta minimización de aquella idea conciliadora presente en el texto originario, orientando la norma a la atención específicamente mediadora. Ha de tenerse en cuenta, en todo caso, que, en tanto no se cambie el texto del preámbulo de la Ley gallega ésta seguirá contemplando esa opción conciliadora.

Como es usual, la Administración autonómica revisa periódicamente las tarifas de las personas mediadoras; la ahora en uso se fija mediante una Orden de 2008 (132) .

En Galicia se ha hecho de la mediación familiar un recurso prácticamente gratuito, dado que hay subvenciones para la cobertura del coste de procesos de mediación familiar; ello se concreta anualmente, mediante convocatoria pública, de la Vicepresidencia de la Igualdad y del Bienestar y, de este modo, se ha hecho tanto en 2008 (133)  como en 2009 (134) .

2.2.  Comunidad Valenciana

En 1997 se acuerda en la Comunidad Valenciana la Ley 5/1997 (135) , que tiene por objeto, en el ámbito de la Asistencia Social, regular el sistema de Servicios Sociales; en dicha Ley se trata sobre las actuaciones en el sector de la familia, señalándose, en su art. 15, que vincula a «los Servicios Sociales Especializados la promoción de programas de mediación familiar».

Se considera, concretamente, la Mediación Familiar en la Ley 7/2001, de 26 de noviembre (136) . Cuenta con un preámbulo en el que se aborda el contexto normativo en el que se encuadra la concreción de esta Ley. En este sentido se citan, sucesivamente, el art. 39 de la Constitución de 1978; la Ley 30/1981, de 7 de julio, modificadora del Código Civil; la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana —arts. 2 y 31, apartados 24 y 27—; Ley 5/1997, de 25 de junio, de la Generalidad Valenciana, reguladora del sistema de Servicios Sociales en el ámbito de la Comunidad Valenciana, que en su art. 15 hace referencia a la mediación familiar como servicio social; la Recomendación de 21 de enero de 1998 del Comité de Ministros de Europa.

La cita al art. 149.1.6 de la Constitución se utiliza, en este caso, para delimitar el marco de esta Ley. Así pues, hemos de considerar el hecho de que la mediación familiar no puede tener efectos procesales, dado que éstos corresponden, de forma exclusiva, al Estado.

Asimismo se asume, entre los condicionantes de esta Ley, el acuerdo unánime de 16 de febrero de las Cortes Valencianas por el que, en el ámbito de sus competencias, se «facilite al máximo la información necesaria a las personas y familias que traten de conocer su identidad real biológica, respetando los condicionamientos legales, psicológicos, familiares y sociales a través de una mediación que prepare convenientemente a las partes para realizar el posible encuentro entre ellas».

También se hace mención, en lo referente a la normativa propiamente valenciana, a la Ley 1/2001, de 6 de abril, por la que se regulan las Uniones de Hecho, que podrán acogerse a la mediación «[...] para solventar sus conflictos de carácter personal o patrimonial, siempre que la legislación específica que sea de aplicación así lo establezca».

El título I, además de definir y delimitar el ámbito de aplicación de esta Ley, fija la creación del Centro de Mediación Familiar de la Comunidad Valenciana. En el título II se hace referencia a las entidades de mediación, a los mediadores, los supuestos de gratuidad y la creación del Registro de Entidades de Mediación y de Personas Mediadoras y el Registro de Colegios Profesionales. El título III trata sobre el procedimiento de la mediación; el IV, sobre los acuerdos; el V, sobre el régimen de inspección y sancionador; el VI, se refiere a la asignación de «las competencias en materia de mediación familiar a la Consejería que tenga asignadas genéricamente las de familia».

Desde una de sus Disposiciones Finales, esta Ley de 2001 contempla la necesidad de un Reglamento que se ha concretado mediante Decreto (137) .

Han de reseñarse, además, tanto los pasos dados en lo que corresponde con el registro, y demás cuestiones relativas al ejercicio de los mediadores familiares (138) , como la materialización de convenios entre la propia Generalidad Valenciana y el Ministerio de Asuntos Sociales para la realización de programas de apoyo a familias en situaciones especiales; así ha sucedido desde el año 2002 (139) .

Cabe citar, igualmente, la Ley 12/2007, de la Generalidad, de protección integral de la Infancia y la Adolescencia. Entre otras cuestiones considera las políticas de prevención en materia de apoyo a la familia y reconoce, como uno de sus principales objetivos, «el apoyo a la familia mediante intervenciones técnicas de carácter social o terapéutico, así como orientación en mediación familiar (art. 87.c).

La Ley 12/2008, de 3 de julio de Protección Integral de la Infancia y la Adolescencia de la Comunidad Valenciana alude a las políticas de prevención en materia de apoyo a la familia (140) .

Por último ha de citarse la Ley 13/2008, de 8 de octubre, reguladora de los Puntos de Encuentro Familiar de la Comunidad Valenciana, a relacionar con la mediación familiar (141) .

2.3.  Canarias

Es en 1996 cuando se funda el Centro de Orientación Familiar de Canarias (CDF). En 2000 se inician en la Universidad de Las Palmas de Gran Canaria, a través del Departamento de Psicología y Sociología, los cursos universitarios de postgrado especialista en mediación familiar. Se harán siguiendo una propuesta del CDF, que colabora en su desarrollo (142) . Además ha de tenerse en cuenta que, «en la Universidad de La Laguna se imparte un módulo de mediación familiar dentro del Máster de Intervención Familiar, existiendo el propósito de dedicar el primer año de dicho Máster, a modo de especialización, a la formación en Mediación Familiar» (143) . debe reseñarse, además, el papel subvencionador que, en el caso canario, desempeña la Consejería de Presidencia, Viceconsejería de Justicia y Seguridad (144) .

En el Centro de la Familia de Tenerife, la mediación como servicio específico comienza en el mes de enero de 2000, a partir de una propuesta de la Dirección General de Protección del Menor y la Familia del Gobierno de Canarias, que desea poner en marcha este programa específico a requerimiento del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, quien a su vez es impulsado por la Unión Europea, que recomienda a los países miembros la puesta en marcha de este servicio esencial en los tiempos que vivimos (145) .

Son, como ya se apuntaba anteriormente, dos las Leyes con las que cuenta Canarias en materia de mediación familiar. La primera es la Ley 15/2003, de 8 de abril (146) . La segunda, modificadora de la anterior, es la Ley 3/2005, de 23 de junio (147) .

Se toma, ciertamente, muy pronto la decisión de reformular la primera Ley canaria de mediación familiar. Ya en el Congreso de Mediación Familiar de las Palmas de Gran Canaria, celebrado en 2003, se plantea el «aunar esfuerzos por reforma de la Ley Canaria 15/2003, de 8 de abril, de la Mediación Familiar, en temas tan importantes como son, entre otros, los relacionados con la figura y formación del mediador, procedente no sólo de las carreras de abogado, psicólogo y trabajador social sino abierto también a otras carreras de origen social, requerir una formación específica de carácter preceptivo para el futuro mediador, e incorporar novedades legislativas ahora existentes, ampliando el ámbito de la mediación a otros conflictos que puedan surgir en el seno de la familia» (148) .

En este caso los preámbulos respectivos a las dos Leyes canarias de mediación familiar apenas consideran el contexto normativo en el que nace la citada regulación. Las menciones a los precedentes americanos y a la Recomendación de 21 de enero de 1998, del Comité de Ministros del Consejo de Europa, anteceden al reconocimiento de que «en España, existen ya diversas Comunidades Autónomas que han regulado e implantado dentro del ámbito de sus respectivos territorios este instrumento de resolución, siendo lógico pensar que en un futuro cercano lo asumirán el resto de las Comunidades Autónomas».

La legislación canaria, al fijar los límites de la mediación familiar en su texto de 2003, considera «cualquier conflicto que pueda surgir entre cónyuges, parejas de hecho, entre padres e hijos o entre hijos, y, en general, entre familiares hasta el cuarto grado de consaguinidad o afinidad o aquellos que surjan entre personas adoptadas y sus familiares biológicos o adoptivos». En la Exposición de Motivos de 2005 se amplía «el ámbito de la mediación a otros conflictos que puedan surgir en el seno de la familia, como es el caso de los abuelos con los nietos, así como extenderlo expresamente a la protección de los discapacitados o a los conflictos entre menores en acogida y sus familias biológicas o de acogida».

En el caso canario se opta por vincular la mediación familiar al departamento competente en la Administración de Justicia. Se considera, en este sentido como elemento diferencial, al posible resultado de la mediación familiar a la hora de «resolver los conflictos familiares en sentido amplio, y mucho más si se tiene en cuenta que los acuerdos que se obtengan han de ser ejecutados, en su caso, por los Tribunales competentes».

También es reseñable el hecho de que esta Ley «no crea, aunque tampoco excluye, el establecimiento de algún órgano público de mediación».

Debe de señalarse que las modificaciones acordadas en Canarias en 2005 no afectan a la estructura de la Ley. En el título preliminar se concreta el objeto, el concepto, los conflictos y los principios informadores de la mediación familiar. El título I se ocupa de los mediadores familiares y de las entidades de mediación familiar. El II trata sobre el desarrollo de las actuaciones de mediación familiar. El III considera el régimen sancionador. El IV, la gratuidad de la mediación. El V, la competencia. El VI, el registro de mediadores.

La autorización a la consejería competente para dictar el desarrollo reglamentario se contiene en la Disposición Final Primera. Se acuerda que tal Reglamento se dicte en el plazo de seis meses. Por una nota de prensa, del 5 de enero de 2007, la Consejería de Presidencia y Justicia del Gobierno Canario, manifiesta que somete a información pública el Reglamento en cuestión enviando dicho texto, que tendrá rango de Decreto, a los colegios profesionales y entidades implicadas en tal actividad que ya habían sido consultados a la hora de su elaboración (149) .

En paralelo a lo que es la legislación sobre mediación familiar, elaborada en esta Comunidad Autónoma, cabe aludir, también, a la puesta en marcha de un plan estratégico de la Dirección General de Protección del Menor y de la Familia —Consejería de Empleo y Asuntos Sociales—, que sustenta la concreción de los programas de apoyo relativos a mediación familiar, que son cofinanciados con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (150) .

Además, por medio de una Resolución de 19 de junio de 2006, de la Consejería de Sanidad, concretamente de la Escuela de Servicios Sanitarios y Sociales de Canarias, se convoca un «Máster en Mediación Familiar en la modalidad de formación presencial, a celebrar en la Isla de la Palma en colaboración con el Excmo. Cabildo de La Palma, dirigido a Licenciados/as en Derecho, Psicología, Sociología, Pedagogía, y Diplomados/as en Trabajo Social, Educación Social, Magisterio y otras afines, incluido en su programa de actividades para el año 2006» (151) .

Por otra parte, y desde la Consejería de Educación, Cultura y Deportes, se publica el Decreto 29/2007, de 5 de febrero, «por el que se autoriza la implantación del Programa Oficial de Postgrado en Intervención y Mediación Familiar, propuesto por las universidades de La Laguna y de Las Palmas de Gran Canaria y coordinado por la Universidad de La Laguna» (152) .

Es mediante el Decreto 144/2007, de 24 de mayo, la forma en que se aprueba el Reglamento de la Ley de Mediación Familiar (153) 

Asimismo, cabe valorar la Orden de 10 de marzo de 2008 por la que se establecen disposiciones de desarrollo de mediación familiar y se fijan las tarifas de la mediación familiar en supuestos de gratuidad, regulados por Decreto 144/2007, de 24 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Mediación (154) .

2.4.  Castilla-La Mancha

Las Cortes de Castilla-La Mancha consideran, por primera vez, la mediación familiar en la Ley 5/2001, de prevención de malos tratos y de protección de mujeres maltratadas; en su art. 10 se dispone que «la Administración regional, cuando exista una situación de deterioro de la convivencia familiar, ofrecerá gratuitamente programas de mediación familiar dirigidos a todos los miembros de la familia, de forma individual y en su conjunto» (155) . Un Decreto del año siguiente se ocupa de la aplicación de esta Ley (156) .

Ya, a partir de entonces, se inician las convocatorias de subvenciones a entidades locales y a entidades privadas sin ánimo de lucro que se ocupen, entre otras labores, de programas destinados a familia; así sucede en los años 2003 y siguientes (157) .

El borrador de la Ley de mediación familiar de Castilla-La Mancha se encarga a MARÍN LÓPEZ en mayo de 2002 (158) . Por otra parte, Castilla-La Mancha aprueba la Ley 4/2005, relativa a la mediación familiar, el 24 de mayo (159) ; se hace, en este caso —en lo que tiene que ver con su Exposición de Motivos y refiriéndose a la Unión Europea—, una particular cita a la aprobación «por la Comisión del Libro Verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito de Derecho civil y mercantil, de 19 de abril de 2002», al tiempo que, una vez más, se alude a la Recomendación R (98)1 sobre Mediación Familiar.

La cita al art. 39 de la Constitución, en sus apartados 1 y 2, supone, por parte de esta Ley, vincular explícitamente sus contenidos con los deberes de asistencia social que se recogen en tal parte de la Carta Magna. Por lo que se refiere a las competencias asumidas al respecto desde el correspondiente Estatuto de Autonomía se cita el precepto 31.1 en sus apartados 20 y 31.

El art. 11 de la Ley 3/1986, de 16 de abril, de Servicios Sociales, fija, por lo demás, el compromiso asumido por la Comunidad Autónoma en lo que tiene que ver con «orientar y asesorar a las familias favoreciendo el desarrollo de la convivencia». También se tiene en cuenta lo dispuesto en la Ley 3/1994, de 3 de noviembre, de Protección de los Usuarios de Entidades, Centros y Servicios Sociales en Castilla-La Mancha, en tanto en cuanto cabe la posibilidad de que la mediación se preste por parte de entidades de esta índole.

Asimismo se considera en este preámbulo, en lo que respecta a la normativa autonómica propia, la Ley 5/2001, de 17 de mayo, de Prevención de Malos Tratos y de Protección a las Mujeres Maltratadas, y el art. 16 del Decreto 38/2002, de 12 de marzo, dictado en aplicación de la misma; en ambos textos existen referencias, de forma genérica, a la mediación familiar.

Como resulta común, es en el capítulo I de la Ley de Mediación Familiar de Castilla-La Mancha donde se recogen las disposiciones de carácter general que delimitan el ámbito de la misma. Igualmente se tratan aquí tanto la cualificación profesional de quien hace la mediación como el Registro de Personas y Entidades Mediadoras de Castilla-La Mancha.

Si el capítulo II se refiere sucintamente a los principios de la mediación familiar, en el III se regula el estatuto jurídico del mediador; el IV se dedica al procedimiento de mediación familiar; el V, al Registro de Personas y Entidades Mediadoras; y el VI se ocupa del régimen sancionador.

Esta Ley ha sido altamente considerada entre las autonómicas dedicadas a esta materia (160) .

3.  Castilla y León, Islas Baleares

En el año 2006 se datan las Leyes de Mediación Familiar, tanto de Castilla y León como de las Islas Baleares. Se trata de dos formulaciones que, al tiempo que se valen de lo aportado al respecto por aquellas Comunidades Autónomas que previamente habían considerado esta temática, también cuentan con la experiencia acumulada en estos últimos años en los que ya se practica en España la mediación familiar, con una mayor o menor cobertura normativa en cada Comunidad Autónoma.

No existe, sin embargo —por lo que se deriva de los contenidos de sus respectivos textos—, un conocimiento de los desarrollos concretos que, en cada caso, se le iba a otorgar a cada una de ellas. Ello explica el hecho de que, tanto en una como en la otra, se aporten propuestas que se orientan por caminos bien diferentes.

3.1.  Castilla y León

Un acuerdo de la Consejería de Sanidad y Bienestar Social de 1 de enero del año 2000 regula los criterios y bases para la cofinanciación de Servicios Sociales que hayan de prestarse por entidades locales (161) ; en su texto, y en lo que tiene que ver con la protección de la infancia ya se tiene en cuenta la mediación familiar. En el año 2001 se vuelve a considerar, mediante Decreto, el mismo asunto (162) , algo que, a través de un acuerdo, se asumirá en 2002 (163) , y se continuará en 2003 (164)  y 2004 (165) .

También —y en virtud del Convenio de Colaboración suscrito con el Instituto de la Mujer y la Comunidad de Castilla y León, sobre cooperación en programas de actuaciones dirigidos particularmente a mujeres—, e igualmente en 2000, se vuelve a considerar la mediación familiar, en este caso como materia de formación (166) . De nuevo, en 2002, se trata la misma cuestión entre las mismas partes (167) .

Por otra parte, en 2001 se establece un Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y esta Comunidad que tiene en cuenta programas relativos a la mediación familiar (168) . Se vuelve a establecer dicho convenio en 2002 y siguientes (169) .

Además, y en este mismo ámbito, la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades desarrolla, mediante una Orden, en 2003, la estructura orgánica de sus Servicios Centrales. Se contempla aquí la existencia de un Servicio de Conciliación de la Vida Familiar y Laboral que tiene, entre sus funciones, «la promoción de medidas y recursos oportunos para la mediación familiar» (170) .

Es en este contexto de gestión en el que la Comunidad de Castilla y León data, el 6 de abril, su Ley 1/2006, de Mediación Familiar (171) . En la Exposición de Motivos de la misma se hacen las debidas referencias tanto a la Constitución, en sus arts. 39 y 149.1.6, como a la Recomendación de 21 de enero de 1998 del Comité de Ministros del Consejo de Europa y, además, se tiene en cuenta el hecho de que, a nivel estatal, existe el Plan Integral de Apoyo a la Familia 2001-2004, al igual que se reconoce explícitamente la concurrencia de normativas semejantes en otras Comunidades Autónomas. También ha de reseñarse que se encuadra este texto legal —en el marco de su propio territorio— relacionándolo con otros dedicados a la Acción Social y Servicios Sociales de la Comunidad —Ley 18/1988, de 28 de diciembre—, y a la promoción, atención y protección a la Familia —Ley 14/2002, de 25 de julio (172) —.

Se hace especial hincapié en esta Ley, ya desde su Exposición de Motivos, en propiciar la formación de equipos de personas mediadoras, habida cuenta de la variedad de especialidades que pueden ser necesarias a la hora de asumir una determinada actividad mediadora. Al tiempo —entendiéndose igualmente como una novedad legislativa en este tipo de contenidos—, se desglosa formalmente todo un catálogo de derechos y deberes, a considerar por quienes acuden a la mediación.

Por lo demás, se estructura esta Ley en siete títulos y nueve disposiciones que la completan. En lo que tiene que ver con el título I se hace referencia en el mismo a las disposiciones generales, recogiéndose, en su art. 5, las competencias propias de la Administración autonómica. El II se ocupa de los derechos y deberes de las partes. En tanto el III tiene por objeto a los mediadores familiares y a los equipos de personas mediadoras. Asimismo, la gratuidad de la mediación es lo recogido en el título IV. Se dedica el V al Procedimiento de Mediación Familiar; el VI al Registro de Mediadores Familiares; y el VII al Régimen Sancionador. De este modo, el texto de Castilla y León aporta una sistematización muy clara a la hora de estructurar sus contenidos, ordenando las diferentes materias de forma bien nítida.

También se refiere a la mediación familiar la Ley 1/2007, de 7 de marzo, de Medidas de Apoyo a las Familias (173) ; en ella se trata sobre su promoción (174)  y, también, sobre la gratuidad de la misma (175) . Asimismo se consideran, en esta misma Ley, acciones y medidas que tienen que ver con el apoyo a la familia; entre éstos se fijan «Los programas de orientación y mediación familiar, y los dispositivos para facilitar encuentro entre padres y madres separados y sus hijos» (art. 38).

Por lo que se refiere al Reglamento que demanda la Ley de Mediación Familiar —tras ser sometido a información pública, mediante una Resolución de 13 de octubre de 2006 del Director General de Familia, de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades (176) — se concreta mediante el Decreto 50/2007, de 17 de mayo (177) . Se trata en el mismo sobre el establecimiento de la forma de acreditación en lo relativo a formación en esta materia; la regulación del Registro de Mediadores Familiares; la ordenación, asimismo, de la mediación familiar gratuita; el desarrollo del procedimiento: el régimen de inspección y seguimiento; los órganos sancionadores; y el sistema de reclamaciones y sugerencias.

También han de evaluarse, con respecto al desarrollo de la mediación familiar en esta Comunidad Autónoma, las Órdenes de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 1033/2007, de 30 de mayo, por la que se crea el fichero automatizado de datos de carácter personal de «Mediadores Familiares» (178) , y 1495/2007, de 14 de septiembre, por la que se desarrolla el Reglamento de la Ley de Mediación Familiar respecto a la Mediación Familiar Gratuita (179) .

En la Ley 1/2007, de 7 de marzo, de Medidas de Apoyo a las Familias de la Comunidad de Castilla y León se alude de forma concreta a la mediación familiar (180) , citándose, de forma particularizada, los programas de mediación familiar (art. 38).

3.2.  Islas Baleares

Ya en 1994, mediante un Decreto —y al tratar sobre la protección de menores—, se regula el modo de trabajar con entidades colaboradoras que pueden hacer servicios de mediación familiar y actúan «bajo la estricta supervisión de la Dirección General de Juventud, Menores y Familia», entendiéndose, en este caso tal labor, a realizar «sin ánimo de lucro» (181) . En semejante sentido ha de considerarse el Decreto 187/1996, de 11 de octubre, por el que se trata tanto la posible habilitación como las actividades a desarrollar por entidades colaboradoras en mediación familiar, en materia de adopción internacional (182) . La conveniente acreditación y habilitación de las entidades colaboradoras de la Administración en este tipo de materia se asume, igualmente, mediante Decreto 46/1997 (183) . También ha de citarse al respecto el Decreto 45/2003, que se ocupa de la regulación de los acogimientos familiares y la adopción y que contempla, asimismo, la mediación familiar (184) .

En todo caso la Ley 8/1997, de 18 de diciembre (185) , reconoce la atribución de competencias —en materia de tutela, acogimiento y adopción— a los Consejos Insulares. Les encomienda, entre otras, en su art. 3, las «actividades a desarrollar por entidades colaboradoras en mediación familiar en materia de adopción internacional».

En este mismo orden de cosas —y con anterioridad a la aprobación de la Ley que el Parlamento de las Islas Baleares ha acordado en materia de Mediación Familiar—, el Gobierno de las Islas ha puesto en marcha una programación relativa a la mediación e integración familiar —a relacionar con la protección de menores, y que abarca los años 2006, 2007 y 2008— que se desarrolla mediante el sistema de concierto previsto en el Decreto 46/1997, de 21 de marzo, de dicho Gobierno (186) ; tras la debida apertura del procedimiento de concierto «en materia de mediación y de integración familiar en materia de menores para los años 2006-2008» —en lo que se refiere al Consejo insular de Mallorca— (187) , se aprobó la concesión de los programas consiguientes (188) .

También la Ley 12/2006, de 20 de septiembre, que se refiere a la violencia contra las mujeres y a la conveniente prevención de la misma, así como a su protección, ofrece programas de mediación familiar, con el ánimo de resolver situaciones conflictivas (189) .

Asimismo, la Ley 17/2006, de 13 de noviembre, integral de la atención y de los derechos de la infancia y la adolescencia de las Islas Baleares (190) , vincula a los Consejos insulares las actividades de las entidades colaboradoras en mediación familiar en materia de adopción internacional. Concretamente, en la misma, se trata, en su capítulo VI, de la violencia contra las mujeres; se dice, en este sentido, que «[...] las administraciones públicas deben establecer medidas para prevenir la violencia de género, promoviendo la investigación de las causas que la producen, realizando campañas de sensibilización, potenciando la formación específica de los diferentes profesionales y ofreciendo gratuitamente programas de mediación familiar especializada para resolver conflictos que pudiesen surgir en situaciones de crisis o ruptura familiar» (art. 40).

Dicha Ley 17/2006, al tratar de las competencias de los Consejos insulares —Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera—, alude a que tienen la función ejecutiva y la gestión de las competencias, entre otras, en el ejercicio de las facultades, funciones y obligaciones propias de la administración competente en materia de acreditación, habilitación, inspección, suspensión y revocación de la habilitación de las entidades colaboradoras en mediación familiar en materia de adopción internacional (art. 15.1.r).

La citada Ley 17/2006 —en el título VII, dedicado a la Iniciativa Social e Instituciones Colaboradoras— alude a las entidades de integración familiar; éstas podrán ser habilitadas para diferentes funciones entre las que se encuentra la «intervención técnica especializada, social, educativa, psicológica, etc., tanto individual como de apoyo a la convivencia como de mediación en conflictos familiares» (art. 121.3.b).

La Comunidad Autónoma de las Islas Baleares cuenta, por lo demás, con la Ley 18/2006, de 22 de noviembre, de mediación familiar (191) . Se subraya la idea de potenciar «la autonomía privada en el intento de conseguir una menor crispación», en la cuestión que nos ocupa, entendiendo que, de este modo, se genera una forma más rápida y flexible y, al tiempo, menos costosa, a la hora de evitar «el colapso en las oficinas judiciales». No sólo se cita, en este caso, una vez más, la Recomendación R (98) 1, del Comité de Ministros en los Estados miembros sobre la mediación familiar, de 21 de enero de 1998, sino que también se alude a la Recomendación 12/1986, del mismo organismo, en la que se recoge que «el arbitraje pueda constituir una alternativa más accesible y más eficaz a la acción judicial».

Igualmente, en la Exposición de Motivos de esta Ley, queda patente, configurando un apartado específico —el II—, el contexto estatal en el que ha de entenderse incluido el desarrollo de la misma. Además de las usuales citas a la Constitución y a la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifica el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil, en materia de separación y divorcio, se contempla, como también es reiterado, el marco estatutario propio que le otorga competencias. Igualmente se citan aquí, expresamente, las Leyes que, sobre esta materia, se vinculan a los Parlamentos de Cataluña, Galicia, Comunidad Valenciana e Islas Canarias.

Se hace referencia teniendo en cuenta las competencias asumidas desde el Estatuto de Autonomía correspondiente, a la Ley 9/1987, de 11 de febrero, de acción social, citando, expresamente, su art. 10, que, a la hora de enumerar los servicios sociales específicos, dice: «a) la protección y apoyo a la familia, a la infancia y a la juventud, mediante acciones tendentes a su protección, orientación y asesoramiento procurando la solución de situaciones carenciales y la prevención de la marginación, así como el fomento de la convivencia».

Atendiendo a la estructuración de esta Ley, se reparte en un título preliminar —en el que se asumen las cuestiones conceptuales y la territorialidad a la que se debe— y dos títulos teniendo, en este sentido, un desglose ciertamente novedoso, que va más allá de lo que pudiera entenderse como una reordenación, más o menos afortunada, de los contenidos habituales.

Y es que el título I se ocupa de «los aspectos de derecho civil de la institución y el contrato de mediación familiar», regulando la figura del contrato de mediación familiar al amparo de la competencia legislativa en materia de derecho civil propio, concretamente en su art. 10.23.

Se entiende aquí —y comparando lo realizado con lo previamente aprobado en Cataluña, Galicia, Comunidad Valenciana y Canarias— que, al no haberse regulado anteriormente el contrato de mediación, como el instrumento de inicio de la actividad mediadora, «el resultado ha sido una norma de carácter público que necesitará recurrir a figuras análogas para su completa regulación».

Se asume, pues, en las Islas Baleares, que la adopción de dicha forma contractual «es la que se adapta a esta institución de acuerdo con su naturaleza jurídica».

Se divide este título I en cuatro capítulos: I: «Naturaleza y forma del contrato de mediación»; II: «De las obligaciones del contrato», que, a la vez, tiene dos partes: «De las obligaciones de la persona mediadora» y «Obligaciones de la parte familiar»; III: «Los acuerdos»; IV: «Extinción del contrato de mediación».

Las partes del contrato de mediación familiar se fijan en el art. 4 de la Ley. Son el mediador familiar, por un lado, y por otro, «los sujetos que, unidos por una relación familiar o convivencial análoga a la familiar [...] en conflicto [...]», exigiéndosele, claro está, la capacidad debida. Se incluyen, en este caso, «los desacuerdos que puedan surgir en casos de acogimientos familiares de menores o en acogimientos de personas mayores».

Los contenidos que se plantean en el contrato en cuestión, tal como se dispone en el art. 8 «[...] deben referirse siempre y necesariamente a materias de Derecho civil de familia, que sean disponibles por las partes de acuerdo con este Derecho y que sean susceptibles de ser planteadas judicialmente».

En el art. 9 se aborda la forma y el contenido del contrato; en el 10 la duración del procedimiento. También ha de reseñarse que el texto legal en cuestión considera, en su art. 12, el derecho supletorio, reconociendo el valor de «las normas generales de las obligaciones y de los contratos que no sean contrarias a los principios que informan el derecho civil balear».

El título II de esta Ley abarca las cuestiones relativas al ámbito de lo público. Se ocupa de ordenar la organización administrativa del Servicio de Mediación Familiar de las Islas Baleares. También se estructura en cuatro capítulos: I: «El Servicio de Mediación Familiar de las Islas Baleares»; II: «De las personas mediadoras y de los centros de mediación»; III: «Registro de Mediadores y Registro de Centros de Mediación de Colegios Profesionales y de Entidades Públicas o Privadas»; IV: «Régimen sancionador».

En este caso, y por medio de una Disposición Adicional Única, se prevé el desarrollo reglamentario de: 1) la organización del Servicio de Mediación Familiar; 2) la organización, el funcionamiento y la publicidad del Registro de Mediadores y del Registro de Centros de Mediación, de Colegios Profesionales y de Entidades Públicas o Privadas; 3) la capacitación y obligaciones administrativas de los mediadores; 4) los requisitos a cumplir por centros de mediación; 5) «[...] todas las normas cuyo desarrollo reglamentario sea necesario».

La Ley 6/2007, de 27 de diciembre, de medidas tributarias y económico-administrativas, trata sobre la modificación de distintas tasas de la Comunidad Autónoma en materia de familia; entre otras, las que tienen que ver con la mediación familiar (192) .

4.  Comunidad de Madrid, Principado de Asturias

En el año 2007 se aprueban las Leyes de Mediación Familiar de la Comunidad de Madrid y del Principado de Asturias; se da, de este modo, un paso más en la configuración de una legislación autonómica en esta materia.

4.1.  Comunidad de Madrid

Se remontan a la década de los noventa las primeras experiencias relativas a mediación familiar en los Juzgados de Familia de Madrid, ya que entonces se pone en marcha algún servicio de mediación (193) .

El Gobierno de la Comunidad de Madrid, desde su Consejería de Servicios Sociales, regula, mediante Órdenes —desde 2001—, las bases de la Convocatoria de Subvenciones a Entidades Locales, para el desarrollo de programas dirigidos «a favorecer la mediación familiar y prevenir la violencia familiar» (194) . En el año 2002 se repite la convocatoria con la misma formulación (195) , y ya en 2003 se añade, a los contenidos anteriormente expresados, el «favorecer la participación infantil» (196) , concretándose en 2004 de una forma diferente: «el favorecer la participación social infantil» (197) ; en 2005 se repiten los mismos conceptos (198)  al igual que en 2006 (199) .

Ya en 2007 los programas que se convocan están dirigidos «a favorecer la Mediación Familiar, los Puntos de Encuentro Familiar, la prevención y tratamiento de la violencia en entornos familiares y sociales de los menores y favorecer la participación social infantil [...]» (200) .

Por otra parte —y desde la Dirección General de la Mujer, Consejería de Trabajo—, mediante Resolución de 10 de enero de 2003, se convoca «la licitación del contrato de consultoría y asistencia denominado “Organización, desarrollo e impartición de siete cursos sobre prácticas jurídicas y mediación familiar en municipios incluidos en el Objetivo 3 del Fondo Social Europeo, Eje 6, Medida 1, durante 2003”» (201) , que se adjudicará, también, mediante una Resolución de 10 de abril (202) .

En 2003 se publica, asimismo, una Resolución de 13 de noviembre (203)  por la que se hace pública una nueva convocatoria, para 2004, en función del concepto anteriormente citado, que se resuelve por la Resolución de 1 de abril de 2004 (204) .

La Comunidad de Madrid pone en marcha, asimismo, el primer Plan de Familia regional que cuenta con 189 medidas y cuya vigencia se encuadra entre 2005 y 2008. Este Plan de Apoyo a la Familia prevé la elaboración de la Ley de Mediación Familiar así como la creación, en 2006, «de los centros de atención integral a la familia [...] para informar, orientar, prevenir y mediar en los conflictos familiares» (205) .

En relación con la promoción de la mediación familiar, ha de valorarse la Orden 4125/2005, de 4 de agosto, que establece las bases reguladoras por las que se otorgan las subvenciones a instituciones privadas sin fines de lucro para actuaciones educativas en el curso 2005-2006, figurando entre las modalidades contempladas, «Acciones dirigidas a favorecer la participación en los centros educativos de las familias del alumnado en situación de desventaja socioeducativa, tales como escuelas de madres y padres y programas de mediación familiar» (206) . Tanto en 2006 (207)  como en 2007 se publica, igualmente, una disposición semejante, buscando el «favorecer o facilitar la mediación familiar» (208) .

Por lo que se refiere a la concreción de la Ley de mediación familiar de esta Comunidad se pretendió, por parte del Gobierno autonómico, buscar «el máximo consenso». Con esa misma intención, «la Consejería de Familia y Asuntos Sociales, desde la Dirección General de la Familia, organizó en noviembre de 2004, el Congreso de Mediación Familiar «La Mediación Familiar, una vía para la armonía» (209) .

También merecen una especial cita, a la hora de valorar distintos acontecimientos que propician el desarrollo de la Ley en cuestión: «[...] las conclusiones del Seminario celebrado a instancias del Consejo General del Poder Judicial en Madrid, en junio de 2004 sobre “Técnicas de Mediación y conciliación”; [...] el Seminario “Encuentros de Jueces y Abogados de familia” celebrado en noviembre de 2003, en Madrid, y organizado por el Consejo General del Poder Judicial y la Asociación Española de Abogados de Familia; [...] el Consejo General de la Abogacía Española, que anima y apoya a la Comunidad de Madrid, a que regule la mediación familiar como alternativa de solución de conflictos en todos los ámbitos del derecho de familia» (210) 

Por otra parte —y en lo que tiene que ver con la labor legislativa de la Asamblea de Madrid—, tras la publicación del Proyecto de Ley 3/2006 RGEP.9496, de Mediación Familiar de la Comunidad de Madrid (211) , se da a conocer la designación de la Ponencia que informará del Proyecto de Ley de Mediación (212)  y, posteriormente, las enmiendas correspondientes tanto al Grupo Parlamentario de Izquierda Unida como al Socialista (213) . Debe señalarse al respecto que las enmiendas corresponden, en general, a cuestiones de matiz y que no se inmiscuyen en lo que pudieran entenderse como líneas maestras de la Ley en curso de desarrollo.

El Proyecto de Ley presentado por el Gobierno de la Comunidad de Madrid con fecha 2 de noviembre, alude, en su Exposición de Motivos, tanto al contexto internacional en el que se ha de entender el texto en cuestión —Recomendación de 21 de enero de 1998, del Comité de Ministros del Consejo de Europa, Libro Verde sobre modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del Derecho civil y mercantil (19 de abril de 2002)—, como a lo que tiene que ver con el conjunto de España, señalando tanto la consiguiente contextualización constitucional, en su art. 39, como el hecho de que «en 1990, asociaciones pioneras comenzaron a realizar las primeras intervenciones en materia de mediación y posteriormente algunas Comunidades Autónomas han aprobado diversas normas reguladoras [...]».

Ya, en lo que respecta a la Comunidad de Madrid propiamente dicha, el Proyecto de Ley recoge el hecho de que la competencia exclusiva en materia de servicios sociales se comprende en el art. 26.1, apartados 23 y 24, de su Estatuto de Autonomía. Además, también se hace alusión, en este mismo sentido, tanto a la Ley 11/2003, de 27 de marzo, de Servicios Sociales de la Comunidad de Madrid, como a la existencia del Plan de Apoyo a la familia 2005-2008, aprobado por el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid el 1 de diciembre de 2005, en el que se hace ya referencia expresa, en su área 4, a la resolución de conflictos, señalándose la elaboración de la Ley que nos ocupa.

En la enmienda número 3 del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida —rechazada como las anteriormente citadas— se propone que se recoja, igualmente, que «se vienen ya realizando actividades de mediación familiar desde la Administración local, en algunos casos mediante subvenciones y convenios con la Dirección General del Voluntariado y Promoción Social, del Instituto Madrileño del Menor y la Familia y la Dirección General de la Familia. Asimismo, desde la Administración de Justicia existe un Punto de Información sobre Mediación familiar, con sede en los Juzgados de Familia, producto del convenio entre el Decanato de Jueces de Madrid y el Ayuntamiento de Madrid, que posibilita la desviación a los Centros de Atención a la Familia de aquellas familias interesadas en iniciar un proceso de mediación».

También se hace referencia, en esta enmienda, al «Proyecto de implantación de la Mediación Familiar Intrajudicial en España, impulsada por el Consejo General del Poder Judicial que realiza el Juzgado de Familia núm. 29, informando a las partes de la existencia del Equipo de Mediación Municipal [...]».

El objeto fundamental de la Ley es regular los requisitos propios de los mediadores profesionales de la Comunidad Autónoma, su inscripción en el Registro de Mediadores Familiares y las normas en las que se fundamenta el procedimiento de mediación familiar. Asimismo, una de las cuestiones básicas tratadas por esta Ley consiste en garantizar tanto la formación como la cualificación de los mediadores inscritos en el Registro.

El resultado final en la elaboración de este texto legal se concreta en la Ley 1/2007, de 21 de febrero, de Mediación Familiar de la Comunidad de Madrid (214) . En este caso se opta por incluir en el título preliminar —además de las cuestiones conceptuales y relativas a los principios en los que ha de basarse la mediación familiar—, las competencias y funciones que se entienden como propias de la Administración autonómica en esta materia, incluyendo, en este mismo sentido, la regulación del Registro de Mediadores Familiares.

Una cita específica, dentro de este título preliminar, conlleva la creación —mediante lo expuesto en el art. 7— de la Comisión autonómica de mediación familiar que tiene como función el actuar «como órgano asesor y de coordinación entre la Administración, los colegios profesionales y otras instituciones implicadas en mediación familiar [...] Su composición, funciones y procedimiento de actuación se determinarán reglamentariamente».

En lo que respecta al título I, se ocupa de definir los conflictos en los que es aplicable esta Ley y los derechos y deberes de las partes. Resulta especialmente resaltable lo señalado en el art. 8.2: «Se excluye de la mediación [...] los conflictos que, a juicio del mediador o profesional competente, deban ser abordados desde otras formas de intervención o tratamiento, ya sea psicológico, psiquiátrico o de cualquier otra índole»; se trata de una limitación no especificada en la normativa de este rango de las Comunidades Autónomas que, hasta la fecha, han legislado al respecto.

El título II es el que se ocupa de los mediadores familiares, regulando su cualificación y formación especializada y, además, fijando sus derechos y deberes. En el caso madrileño —en lo que respecta a la titulación del profesional— se parte de la opción formativa más amplia que se contempla, hasta el momento, en la legislación autonómica de las Comunidades Autónomas, dado que no se exige una formación concreta; lo que se solicita es «estar en posesión de un título universitario de grado superior o medio con validez en territorio español» (art. 12.a) y «acreditar las acciones formativas teórico-prácticas específicas de mediación, en los términos que reglamentariamente se determine» (art. 12.b); obviamente el segundo requisito preciso es el que justifica, debidamente, el conveniente grado de formación aconsejable para el desarrollo de este menester.

Por lo que se refiere al título III, que se ocupa del procedimiento, y al IV, relativo a la regulación de las infracciones y sanciones, las pautas seguidas en Madrid son muy semejantes a las contempladas en las Leyes anteriormente aprobadas.

En relación con la implantación de la mediación familiar cabe citar la Orden 1770/2007, de 12 de abril, del Consejero de Educación, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión de las subvenciones a asociaciones e instituciones privadas sin fines de lucro. Se trata en la misma sobre «Las actuaciones para las que se solicite subvención deberán adecuarse a alguna de las siguientes modalidades: [...] Acciones dirigidas a favorecer la participación en los centros educativos de las familias del alumnado en situación de desventaja socioeducativa, tales como escuelas de madres y padres y programas de mediación familiar» (art. 2).

Mediante la Orden 3207/2007, de 11 de junio, del Consejero de Educación —y en relación con el curso 2007-2008—, se dispone que se pueden solicitar subvención para las «acciones dirigidas a favorecer la participación en los centros educativos de las familias del alumnado en situación de desventaja socioeducativa, tales como escuelas de madres y padres y programas de mediación familiar» (art. 3).

La Consejería de Familia y Asuntos Sociales, en su Orden 21/2008, de 15 de enero, regula las bases de la convocatoria de subvenciones a entidades locales para el desarrollo de programas dirigidos a favorecer la mediación familiar, la prevención y tratamiento de la violencia en entornos familiares y sociales de los menores y favorecer la participación social infantil, y de convocatoria para 2008 (215) . En su Exposición de Motivos se dice, en relación con los Servicios Sociales Locales, que «[...] se ha optado por apoyar los programas para favorecer la mediación familiar, evitando el deterioro en casos de conflicto y/o ruptura familiar [...]». Al considerar las bases reguladoras de la subvención se trata sobre aquellas que han de regir la concesión de subvenciones a entidades locales, que gestiona el Instituto del Menor y la Familia, para el desarrollo de la participación social de niños y adolescentes. Pueden ser éstas sobre programas de mediación familiar: «Tendrán un carácter multidisciplinar y estarán integrados por expertos e intervención psicosocial familiar, derecho de familia y mediación familiar [...]» (art. 1).

En la citada Orden 21/2008 también se trata sobre el fichero de datos que trata sobre las «Entidades Sociales solicitantes de subvención»; entre otros cometidos tiene el de fichar los programas dirigidos a favorecer la mediación familiar (art. 16).

La Consejería de Justicia y Administraciones Públicas publica la Recomendación 1/2008, de 14 de abril, de la Agencia de Protección de Datos de la Comunidad de Madrid, sobre el tratamiento de datos personales en los Servicios Sociales de la Administración de la Comunidad de Madrid y en los Servicios Sociales de los Entes Locales de la Comunidad de Madrid (216) . Trata, entre otras cuestiones, sobre la cesión de datos personales en materia de Servicios Sociales haciéndose una mención expresa a los datos que son los relativos al Registro de mediadores familiares (art. 12).

4.2.  Principado de Asturias

Desde el año 2001, el Principado de Asturias, por medio de su Consejería de Asuntos Sociales, suscribe con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales un convenio de colaboración para llevar adelante programas de apoyo a familias, contemplándose, específicamente, la realización de programas de orientación y/o mediación familiar (217) . En 2002 (218) , 2003 (219)  y 2006 se repiten convenios, entre ambas partes, de semejante índole (220) , así como posteriormente (221) .

Por otro lado, el 5 de septiembre de 2006, la Mesa de la Cámara de la Junta General del Principado de Asturias admite a trámite el Proyecto de Ley de Mediación Familiar (222) , que, el 23 de marzo del año siguiente, se concreta en la Ley 3/2007, de Mediación Familiar.

En la consiguiente Exposición de Motivos de esta Ley se entiende su contenido en el «contexto de la creación de un auténtico espacio europeo de justicia», citándose al respecto tanto las Recomendaciones del Consejo de Ministros de los años 1986 y 1998 —relativas a la práctica de soluciones extrajudiciales en materia de conflictos—, como la circunstancia de que el Consejo Europeo de Tampere, en octubre de 1999, insistiese en la conveniencia de que, en los Estados miembros, se instaurasen procedimientos extrajudiciales alternativos, cuestión con la que tiene que ver, asimismo, la Comunicación COM (2002) 196, de la Comisión, de 19 de abril de 2002, Libro Verde sobre modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del Derecho civil y mercantil.

Si se tiene en cuenta, en este caso, el contexto del Derecho comunitario —aludiéndose a que está «ampliamente regulado en países de nuestro entorno como en otras Comunidades Autónomas»— ha de significarse como, en Asturias, «al margen de los proyectos de regulación, más o menos avanzados en otros territorios», se cita expresamente, la existencia de una normativa propia en «Canarias, Cataluña, Galicia, Valencia, Castilla-La Mancha y Castilla y León»; llama la atención, en este sentido, la enumeración, en primer lugar, de Canarias. Sin embargo, a la hora de mencionar las demás Comunidades Autónomas, se sigue el lógico orden cronológico en cuanto a su aprobación. Las Leyes de mediación familiar de las Islas Baleares y de la Comunidad de Madrid parecen ser desconocidas por el legislador asturiano.

Como es usual se señala la disposición estatutaria propia, en la que se basa el desarrollo normativo de esta competencia —el art. 10.1.24—; al tiempo se expresa el reconocimiento explícito de que no contiene «ninguna disposición de carácter civil o procesal, materias sobre las que el Principado de Asturias carece de competencias», aludiéndose, en concreto, a lo regulado en la modificación del art. 770 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, por medio de la Ley 15/2005, de 8 de julio.

Se pone de relieve, en este caso, el hecho de que estamos ante «un instrumento informal de solución de conflictos, que no puede estar regido por rígidas reglas procedimentales». En el supuesto concreto del Principado se opta por un marco legal en el que se atienda únicamente a lo básico, procurando otorgarle el mayor grado de flexibilidad posible al sistema. Se pone, sin embargo, un especial énfasis en fijar el derecho a la información de las partes, particularmente en lo que tiene que ver con las consecuencias, los costes y los derechos y deberes que se derivan de la mediación familiar. Asimismo, se fija el valor de los acuerdos tomados señalando la posibilidad de que puedan ser homologados judicialmente.

Es igualmente importante, en el caso asturiano, la búsqueda de la debida homologación de quien accede al papel de mediador, que se entiende, concretamente, como una profesión en la que han de cumplirse, además de unos determinados requisitos, una serie de pautas a la hora de ejercer la labor a realizar.

Se fija, asimismo, el grado de intervención de la Administración del Principado de Asturias en la mediación familiar. Una «unidad administrativa», integrada en la Consejería competente, tendrá, entre otras funciones, la de incentivar la promoción de la mediación, gestionar el registro de las Personas Mediadoras y calificar la formación. También se entienden como labores propias de la Administración autonómica facilitar la mediación gratuita, cuando la ocasión lo requiera, y desarrollar un régimen sancionador en esta materia.

El título I de esta Ley se ocupa de las disposiciones generales a través de dos capítulos; en el primero se trata sobre el concepto y ámbito de ocupación; y en el segundo, sobre los principios rectores y garantías de la mediación familiar. El II tiene por objeto el desarrollo de la mediación familiar y se desglosa en tres partes. La primera se dedica al inicio de la mediación familiar; la segunda considera la duración y el fin de la misma; y la tercera, los acuerdos.

El título III trata sobre los mediadores entendiendo, en su art. 21, que las personas físicas mediadoras familiares se pueden «constituir o integrarse en personas jurídicas». El título IV es el relativo a la organización de la mediación familiar en lo que tiene que ver con la Administración autonómica, con la que ha de relacionarse directamente lo incluido en el título V, que versa sobre el Régimen Sancionador y se estructura en tres partes: infracciones, sanciones, y prescripción y potestad sancionadora.

5.  País Vasco

Antes de que existiese una Ley de mediación familiar en el País Vasco se han dado pasos muy importantes en su implantación en el mismo, algo que ha sido puesto en relación con la necesidad social de ahondar en su territorio en la construcción de una cultura de paz (223) .

El Servicio de Mediación a la Familia de Donosti fue creado en el año 1988, lo que lo convierte en el primero existente en España. Su comienzo ha de vincularse con la experiencia que conllevó, para quien lo puso en marcha, la 22 Conferencia Internacional de Bienestar Social, celebrada en Montreal y en la que se presentó el servicio de ayuda a la familia dependiente del Tribunal Supremo de Montreal (224) .

El citado servicio vasco elaboró ya en aquel momento inicial un proyecto por el que se pretendía ayudar a la familia «antes, durante y después de la separación o divorcio», a través de un organismo que se denominaba Servicio de Mediación a la Familia en Conflicto y que sería subvencionado por el Gobierno vasco desde su Departamento de Justicia (225) .

En 1991 empieza a funcionar en Bilbao el Servicio de Orientación Familiar Lagungo (Sendi Oneraki Laguntza) que fue puesto en marcha por la Delegación de Pastoral Familiar de Bilbao: «Se constituyó como entidad sin ánimo de lucro, dirigida a todos los ciudadanos sin ningún tipo de discriminación, para facilitar a quien lo necesitara orientación, asesoramiento y terapia» (226) .

La Comunidad Autónoma vasca cuenta, en 1998, con un programa muy bien estructurado de mediación a través de un Servicio de Mediación Familiar propio (Famili Bitartekaritxarako Zerbitua) (227) . Parte de un modelo de mediación que tiene carácter interdisciplinar; se desarrolla a través de la constitución de equipos de mediadores «[...] formados en distintas disciplinas como el Derecho y la Psicología, junto con el correspondiente auxiliar administrativo encargado de las tareas burocráticas, auxiliares y de tramitación» (228) .

El Gobierno vasco optó por la gratuidad de este servicio, lo que benefició su implantación «[...] ya que ante el desconocimiento de la población del concepto de mediación, su gratuidad promovía el acercamiento y participación voluntaria» (229) .

El Gobierno vasco, en su Decreto 7/2001, de 16 de julio, del Lehendakari (230)  —relativo a la estructura de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma—, señala a la mediación familiar, entre las funciones del Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales. Posteriormente, mediante el Decreto 19/2001 (231) , se hace referencia, en el mismo sentido —y en relación con dicho Departamento—, al «Bienestar Social (servicios de mediación familiar, promoción de las condiciones que faciliten la libertad afectivo-sexual)».

En el año 2002, al reconsiderarse los contenidos propios del Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales, se trata sobre las funciones que ha de tener la Dirección de Bienestar Social, recogiéndose entre las mismas: «la elaboración de proyectos normativos en materia de infancia, mediación familiar y protección de menores, tercera edad, discapacitados y, en general, en materia de bienestar social y servicios sociales» (232) .

Se data en 2003, como concurso restringido, un anuncio para la adjudicación del contrato de consultoría y asistencia que tiene por objeto la «Asistencia al Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales en materia de mediación familiar» (233) . Este mismo Departamento acondiciona un local dedicado a mediación familiar (234) .

Mediante contrato, anunciado públicamente, el propio Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales se hace con la asistencia en materia de mediación familiar (235) , por procedimiento restringido y la forma de concurso administrativo especial (236) , que es el modo en que se adjudica, en este caso (237) .

Corresponde, por otra parte, al año 2003 la publicación de la Ley reguladora de parejas de hecho del País Vasco (238) ; entre las equiparaciones que se contemplan con las parejas casadas, se cita, en su capítulo IV, entre otras materias, a la mediación familiar.

Mediante la Ley 3/2005 se asume en el País Vasco la Protección de Menores (239) , entendiéndose por tales la infancia y la adolescencia. En su art. 47, alusivo a la «convivencia y derecho a relación entre padres y madres e hijos», se contempla, entre otras posibilidades, «el recurso a una vía alternativa de resolución de conflictos familiares, el Gobierno vasco regulará y promoverá la mediación familiar. Asimismo impulsará la creación de puntos de encuentro [...]».

También en el año 2005 el Gobierno vasco, mediante el Decreto del Lehendakari 8/2005 (240) , modifica los Departamentos de su Administración. Se mantiene el Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales, que conserva, entre sus funciones, la de la mediación familiar. Y, concretamente, en el Decreto 373/2005, de 15 de noviembre, que se corresponde con el Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales (241) , se citan, entre las funciones de su Dirección de Bienestar Social, las ya propuestas en el año 2002.

Además ha de reseñarse el hecho de que, en el País Vasco, el Grupo Parlamentario Popular propone la elaboración de un Plan Integral de Apoyo a la Familia y de una Ley de Mediación Familiar además de otra dedicada a las familias numerosas (242) .

Con fecha 6 de marzo de 2007, el Gobierno vasco da a conocer que va a presentar a su Parlamento un Proyecto de Ley sobre Mediación Familiar, en el que se cuenta con que «habrá también un Consejo Asesor, en el que participarán las diputaciones, colegios profesionales, universidades y organizaciones del ámbito de la mediación familiar. Este consejo propondrá los requisitos de formación y experiencia precisos para ejercer la profesión de mediador e impulsará la redacción de un código deontológico» (243) . Por otra parte, aun cuando se alude, en la comunicación pertinente, que esta Ley va a regular la iniciativa privada, también se resalta que se abrirán, cumpliendo este cometido, «servicios públicos “integrales” en los tres territorios» (244) .

El Parlamento vasco admite a trámite el Proyecto de Ley de Mediación Familiar el 24 de mayo de 2007 remitiendo su texto a la Comisión de Trabajo y Acción Social al tiempo que lo publica en su Boletín Oficial (28-5-2007).

La tramitación de este Proyecto de Ley ha sido paralizada en el Parlamento a instancias del Partido Popular: «hasta que no se remita el informe y dictamen en relación con la Igualdad de Mujeres y Hombres que debería haberlo acompañado. También reclama que se adjunte el informe de Impacto en Función de Género reclamado al gabinete Ibarretxe.

En una iniciativa, el representante popular Leopoldo Barreda recuerda que el Instituto Vasco de la Mujer, Emakunde, debe emitir dictámenes respecto a la igualdad de mujeres y hombres “en el curso del procedimiento de elaboración de las disposiciones generales que promueve la Comunidad autónoma” y precisa que el proyecto de Ley de mediación “carece del informe preceptivo”, por lo que incumple “lo previsto”. Por esa causa, requiere al Ejecutivo autónomo la remisión del texto» (245) .

Se trata, en todo caso, de un marco normativo esperado durante mucho tiempo y que se publica como Ley 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar (246) , y que ha de vincularse con el noveno anteproyecto, que tiene, en palabras de MERINO, «[...] mucho que ver con la práctica y con la idiosincrasia de la realidad vasca y, sobre todo, de los hábitos que ya se han ido ejerciendo, tanto por parte de los profesionales que trabajamos en mediación, como por parte de las personas que acuden a mediación y el tipo de conflictos» (247) .

En el Decreto 124/2008, de 1 de julio, regulador de los puntos de encuentro familiar por derivación judicial en la Comunidad Autónoma del País Vasco (248) , se dispone que «En el ejercicio de sus funciones y en el desarrollo de su actividad, los Puntos de Encuentro Familiar coordinarán sus funciones con: [...] Los servicios sociales, en particular con los servicios de protección a la infancia y la adolescencia, con los servicios de atención y protección a la mujer y a la familia y con los servicios de mediación familiar» (art. 31).

La Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales Sistema Vasco de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma (249) , sistematiza el Catálogo del Sistema Vasco de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma; entre ellos se citan los servicios de intervención y mediación familiar (art. 22).

Y, por último, la Ley 13/2008, de 12 de diciembre, de Apoyo a las Familias (250) , entre los principios inspiradores de la política familiar de la Administración Pública vasca, y en relación con sus competencias a la mediación, dispone que «las administraciones públicas vascas promoverán la articulación y la aplicación de los recursos pertinentes encaminados a prevenir, disminuir o encauzar los conflictos en las relaciones familiares» (art. 3.2.g). También trata sobre las medidas específicas de apoyo a las familias en el ámbito de los servicios sociales señalando que, entre otros, se desarrollarán los que tienen que ver con la mediación familiar y tipos de encuentro (art. 21.2.b).

6.  Andalucía

La Administración autonómica andaluza también pone en marcha, en el año 2001, los programas de Mediación Familiar. Hay nueve funcionando, uno por provincia, con la excepción de Cádiz, donde hay dos (251) .

Por otra parte, en 2003 es cuando el Instituto Andaluz de Administración Pública publica el catálogo de acciones formativas homologables (252) . Entre ellas figura, precisamente, la relativa a la «Mediación familiar, social, escolar y penal».

Será en el año 2004 cuando la Consejería de Asuntos Sociales regula y convoca subvenciones (253) ; se atiende, entre otras cuestiones, a la subvención «en materia de atención a menores y familia», concretamente para la realización de «programas de orientación y/o mediación familiar», contemplándose dos campos de actuación: «Programas de Orientación y Punto de Encuentro Familiar» y «Mediación familiar e intergeneracional».

También en 2004 es el momento en el que se establece, mediante el Decreto 205/2004, la estructura orgánica de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social (254) , en la que se encuadra la Dirección General de Infancia y Familias, que tiene, entre sus funciones, la de «promoción y coordinación de la mediación familiar». Será, en este renovado marco administrativo, donde se publiquen, mediante Orden de 1 de febrero de 2005 (255) , las subvenciones de los «programas de mediación familiar e intergeneracional».

En 2006, también mediante Orden de 3 de marzo (256) , se hace una publicación específica de subvenciones para «la financiación de programas específicos de atención a menores y familias en dificultad», encuadrando, entre las «actuaciones subvencionables», los programas de mediación, distinguiéndose, en este caso, entre los que se denominan de mediación familiar y otros, que se reconocen como de mediación intergeneracional.

Por otro lado, es el Servicio de Prevención y Apoyo a la Familia, de la Dirección General de Infancia y Familia, el responsable de diseñar la Ley de Mediación familiar andaluza, participando en la concreción de la misma «[...] todas las entidades de la Comunidad Autónoma: Consejerías. Confederación de Empresarios, CC.OO., Fiscales de la Audiencia, Profesionales de la Psicología. Decanos de los Colegios de Abogados, Asociaciones de Mediación, etc.» (257) .

En el Decreto 19/2007, de 23 de enero —por el que se adoptan medidas para la promoción de la Cultura de Paz y la Mejora de la Convivencia en los Centros Educativos sostenidos con fondos públicos—, al referirse a la formación de la comunidad educativa, se dispone que «la Consejería competente en materia de educación favorecerá la formación de los padres y madres del alumnado de los centros educativos, especialmente de los delegados y delegadas de padres y madres, en aquellos contenidos y competencias que les permitan la promoción de la cultura de paz y la prevención de la violencia y la mejora de la convivencia en los ámbitos familiar, escolar y social y, en particular, para llevar a cabo tareas de mediación para la resolución pacífica de los conflictos. A tales efectos, impulsará la creación de escuelas de padres y madres» (art. 37.4).

Es el Servicio de Prevención y Apoyo a la Familia, de la Dirección General de Infancia y Familia, la responsable de diseñar la ley de Mediación familiar andaluza, participando en la concreción de la misma «... todas las entidades de la Comunidad Autónoma: Consejerías. Confederación de Empresarios, CC.OO, Fiscales de la Audiencia, Profesionales de la Psicología. Decanos de los Colegios de Abogados, Asociaciones de Mediación, etc.» (258) .

En paralelo se hace público que el Consejo de Gobierno de Andalucía recibirá, en el primer semestre de 2007, su Ley de Mediación Familiar, señalándose que ésta contemplará, entre otros aspectos, «los conflictos entre parientes en cuestiones de cuidado de personas mayores o con discapacidad, las relaciones de menores con sus parientes, tutores o guardadores y el ejercicio de la patria potestad y la tutela» (259) . Su texto definitivo se publica como Ley 1/2009, de 27 de febrero, reguladora de la Mediación Familiar en la Comunidad Autónoma de Andalucía (260) .

7.  Aragón y Navarra

7.1.  Aragón

El Gobierno aragonés cuenta con un servicio de mediación familiar en funcionamiento desde 1997 que depende del Departamento de Servicios Sociales y Familia (261) , quien, mediante el Decreto 31/2004, de 10 de febrero, ha creado el Observatorio Aragonés de Familia (262)  e, igualmente, se ocupa del Plan Integral de Apoyo a las Familias que, entre otras cuestiones, contempla el aumento de espacios denominados «Puntos de encuentro», mediante convenios con distintas asociaciones (263) .

También, por una Orden de 2 de abril de 2004, se aprueba el Plan Integral para la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres en Aragón (264) ; entre sus acciones figura la de «Consolidar y ampliar el servicio de mediación familiar dirigido a familias en situación de conflicto para prevenir situaciones violentas derivadas de los procesos de separación o divorcio».

Se recoge la existencia de un servicio de mediación familiar en la Ley 4/2007, de 22 de marzo, de Prevención y Protección Integral a las Mujeres Víctimas de Violencia en Aragón (265) :

«El Departamento competente en materia de familia facilitará un servicio de mediación familiar, concebido como un proceso alternativo de resolución de conflictos familiares en el que la persona mediadora, de una manera cualificada, neutral e imparcial, facilita la comunicación entre la pareja para que ellos mismos lleguen a acuerdos en todos los temas relacionados con su situación de conflicto» (art. 25).


Asimismo, el Gobierno de Aragón reitera el anuncio de que está prevista (15-11-2007) la presentación, ante el Parlamento aragonés, de un Proyecto de Ley de Mediación Familiar de Aragón y la tramitación de un Decreto relativo a Puntos de Encuentro Familiar de Aragón (266) .

Por otra parte, la Orden de 21 de julio de 2008, de la Consejera de Educación, Cultura y Deporte, por la que se establece el currículo del título de Técnico Superior en Educación Infantil en la Comunidad Autónoma de Aragón; se hacen, en este caso, precisiones de carácter prospectivo de dicho título:

«El perfil profesional de este título evoluciona hacia una mayor capacidad de adaptación a diferentes ámbitos y aumento de las funciones relacionadas con la coordinación y mediación con familias, debido a que las normativas de conciliación de la vida familiar y laboral irán produciendo una diversidad de servicios complementarios de ocio y tiempo libre dirigidos a niños y niñas de estas edades» (art. 8.1).


Finalmente debe valorarse el Proyecto de Ley de Servicios Sociales de Aragón (267) , del que ya se han publicado las consiguientes enmiendas (268)  que han sido rechazadas (269) ; la Ley que se propone cabe entenderla como el adecuado encuadre en el que ha de contextualizarse la futura Ley de Mediación Familiar aragonesa. Ello se debe a que, desde el citado Proyecto de Ley, se tratan cuestiones que, evidentemente, cabe vincular a un buen desarrollo de la mediación familiar: los derechos y deberes en materia de Servicios Sociales (título I); el sistema público de Servicios Sociales (título II); el catálogo de los mismos (título III); su planificación (título IV); el régimen competencial y organizativo (título V); la participación ciudadana. El Consejo Aragonés de Servicios Sociales (título VI); su calidad (título VII); la financiación (título VIII); la iniciativa privada (título IX); la inspección y el régimen sancionador (título X).

7.2.  Navarra

La Orden Foral 1/2000, de 17 de enero, desarrolla, en diferentes negociados, la estructura del organismo autónomo denominado Instituto Navarro de Bienestar Social. Concretamente se adscriben, entonces, a la Sección de Familia, Infancia y Juventud, entre otros negociados, el de Atención a Menores en Dificultad Social, el de Acogimiento Familiar y el de Adopción Nacional; una de sus funciones es el «seguimiento y evaluación de programas de mediación familiar» (270) .

El Instituto Navarro de Bienestar Social se ocupa, asimismo, de fijar las tarifas de la mediación familiar, entre otros servicios gestionados, directa o indirectamente, desde el mismo.

El 27 de junio de 2002 se aprueba, por parte del Pleno de su Parlamento, la Ley Foral 22/2002, de 2 de julio (271) , que tiene por objeto adoptar medidas integrales contra la violencia sexista; se modifica dicho texto por la Ley de la Comunidad Autónoma de Navarra 12/2003, de 7 de marzo. Debe citarse, entre sus contenidos, lo relativo a la mediación familiar, expuesto en el art. 12 ter:


«1. El Departamento competente en materia de familia ofrecerá gratuitamente programas de mediación para la solución de los conflictos familiares que puedan surgir en situaciones de crisis matrimonial o ruptura de pareja.

2. Por mediación familiar se entenderá, a estos efectos, la actuación de especialistas en los ámbitos psico-socio-familiar y jurídico, dirigida a la búsqueda de puntos de acuerdo en los aspectos relacionados con la separación, divorcio o nulidad matrimonial o ruptura de la unión de pareja, al objeto de evitar potenciales conflictos o desavenencias entre las partes» (272) .



Así pues, en el caso navarro, existe una propuesta normativa que trata sobre la mediación familiar considerándola desde la óptica de la violencia sexista. De este modo no se abordan, hasta la fecha, las cuestiones habituales existentes en la legislación autonómica que considera este asunto: la figura del Mediador, el Registro, el Procedimiento...

Por otra parte, una nueva Ley Foral, la 15/2005, de 5 de diciembre, se ocupa de promocionar la atención y protección a la infancia y a la adolescencia; se refiere en su art. 44 a la «convivencia y derecho a relación entre padres, madres e hijos»; aquí se dispone que «la Administración de la Comunidad Foral de Navarra regulará y promoverá la mediación familiar» (273) .

Sobre la mediación familiar hace una referencia el Decreto Foral 16/2007, de 26 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Foral 22/2002, de 2 de julio, para la adopción de medidas integrales contra la violencia sexista (274) ; dice al respecto:

«El Programa de mediación familiar se constituye como un servicio social especializado que se desarrollará en aquellas situaciones de conflicto familiar donde la violencia de género no haya hecho todavía acto de presencia, con el fin de prevenir y reconducir las situaciones de conflicto en su fase inicial. En este sentido, el Departamento competente en materia de servicios sociales desestimará, mediante resolución debidamente motivada, las solicitudes de inclusión en el programa cuando aprecie la posible existencia de una situación de violencia de género» (art. 11).


En relación con la mediación familiar también cabe citar la Orden Foral 147/2007, de 23 de julio, de la Consejera de Bienestar Social, Deporte y Juventud, por la que se clasifica el Servicio de Mediación Familiar (275) ; se trata, en su anexo, reconociéndolo, en este caso «[...] como un Servicio Social Especializado». Los Servicios de Mediación Familiar, aquí planteados han de ser interdisciplinares y han de estar constituidos al menos por los siguientes profesionales: tres mediadores familiares y un administrativo.

8.  Región de Murcia, La Rioja, Cantabria, Extremadura

Tanto Murcia como La Rioja tienen una manera de practicar la mediación familiar que tiende a incidir en la concreción de fórmulas propias, desarrolladas por variadas formas de actuación. En tanto en Cantabria y en Extremadura son los Convenios de Colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las Comunidades Autónomas.

El Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las Comunidades Autónomas —es el caso de Cantabria y Extremadura— es el marco operativo básico que explica, en lo fundamental, la orientación prioritaria que se le otorga, hasta el momento actual, en tales territorios hispanos, a la implantación, como un servicio público, de la mediación familiar.

8.1.  Región de Murcia

La primera cita que existe en el Boletín Oficial de la Región de Murcia a la mediación familiar se localiza en una Orden de 15 de junio de 1998 por la que se publican los programas de materias específicas para la selección de funcionarios de la Comunidad Autónoma (276) ; concretamente en el cuerpo técnico dedicado a la opción infantil se le exigen conocimientos sobre la mediación familiar en un tema que versa sobre el apoyo familiar.

En el año 2001 se firma, como en otras Comunidades Autónomas, el primer Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la Región de Murcia para la realización de programas de apoyo a familias en situaciones especiales (277) ; se recogen, entre los programas previstos, los de «orientación y/o mediación familiar». En 2002 se vuelve a considerar la misma cuestión en similares términos (278) , al igual que en 2003 (279) , 2004 (280)  y 2005 (281) .

En los Presupuestos de la Comunidad Autónoma para 2006 (282)  existe una partida que se destina a «Programas de orientación y/o mediación familiar. Instituciones sin ánimo de lucro», volviéndose a formalizar, una vez más, también, el Convenio con el Ministerio de Trabajo (283) , aludiéndose, en este caso, a programas de «Orientación y/o Mediación Familiar y Puntos de Encuentro Familiar». En 2007 se vuelve a repetir esta misma fórmula (284) .

La Ley 3/2003, de 10 de abril, se dedica al Sistema de Servicios Sociales de la Región de Murcia (285) . En su art. 11 se ocupa de las «actuaciones de los servicios sociales y especializados en el sector de Familia e Infancia». En la búsqueda de la conveniente «protección, promoción de los menores y familias y a la estabilización de la estructura familiar» se entiende que se contempla la existencia, entre otros, de «programas de mediación familiar e intergeneracional».

El 18 de junio de 2001 se suscribe un Convenio entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, por medio de la Consejería de Trabajo y Política Social, y la Asociación para la Mediación de la Región de Murcia para el desarrollo de un servicio de mediación a través de puntos de encuentro familiar (286)  que se completa con un Protocolo adicional para 2001 (287) . En el año 2002 se vuelve a hacer un convenio, suscrito el 31 de octubre, entre ambas partes, pero, en este caso, se alude a «la prestación de servicios de mediación en caso de conflicto intergeneracional y a través de puntos de encuentro familiar» (288) , aun cuando previamente, mediante una Orden de 7 de agosto de 2002, y por parte de la misma Consejería, «se regula el procedimiento de selección de una institución sin fin de lucro para la prestación de servicios de mediación en caso de conflicto intergeneracional y a través de puntos de encuentro familiar» (289) . Tanto en el año 2003 (290)  como en 2004 (291)  y 2005 (292)  se publican protocolos adicionales al Convenio de 2002.

En 2006 se publica un nuevo Convenio que vuelve a vincular, a través de la Consejería de Trabajo y Política Social, a la Comunidad Autónoma de Murcia con la Asociación para la Mediación Familiar de la Región de Murcia señalándose, una vez más, el mismo objetivo: «la prestación de Servicios de Mediación en caso de Conflicto intergeneracional y a través de puntos de Encuentro Familiar» (293) . En 2007 se acuerda, entre las mismas partes, un nuevo Convenio; ahora se considera, simplemente, «para la prestación de servicios de mediación familiar a través de Programas de Puntos de Encuentro familiar» (294) .

El Servicio de Mediación Intergeneracional ofrece, en el marco de la familia, la mediación intergeneracional; lo presta la Secretaría Sectorial de Acción Social, Menor y Familia en colaboración con la Asociación para la Mediación de la Región de Murcia, estando cofinanciado por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (295) .

En el Decreto 372/2007, de 30 de noviembre, por el que se regulan los procedimientos administrativos en materia de adopción de menores en la Región de Murcia (296) , se dispone sobre las Entidades Colaboradoras de Adopción Internacional que:

«La Consejería competente en materia de protección de menores podrá atribuir a las citadas Entidades Colaboradoras funciones de mediación en adopción internacional, concediéndoles para ello la debida acreditación y supervisando con carácter general su actuación» (art. 34).


En 2008 se firma un nuevo Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para la realización de Programas de Apoyo a familias en Situaciones Especiales que asume el programa de Orientación y/o Mediación Familiar y Puntos de Encuentro Familiar (297) .

El Proyecto de Ley de Mediación Familiar de la Región de Murcia es una cuestión todavía pendiente (298) .

8.2.  La Rioja

En 2001 se inician, como es común, los convenios de colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la Comunidad Autónoma de La Rioja, en relación con la concreción de programas de apoyo a familias en situaciones especiales, contemplándose la realización de programas de orientación y/o mediación familiar (299)  y citándose, en este caso, además de tales programas, al Centro de Mediación Familiar en Logroño. En 2002 se repite el convenio entre ambas partes (300)  volviendo a figurar idénticos objetivos para el mismo, al igual que en 2003 (301) , trayectoria que se mantiene actualmente (302) , siempre mediante los debidos convenios entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y esta Comunidad Autónoma (303) .

Por otra parte, y en la búsqueda del desarrollo de la mediación familiar a nivel autonómico, la Consejería de Desarrollo Autonómico y Administraciones Públicas hace pública una Resolución de 5 de noviembre de 2002, «por la que se dispone la publicación del resumen del Convenio entre el Gobierno de La Rioja y la Asociación de Puntos de Encuentro y Mediación de La Rioja para la prestación del servicio relativo al funcionamiento del punto de encuentro familiar» (304) . En 2003 se publica, una vez más, una Resolución de 21 de marzo de 2003 (305) , en relación con la misma asociación.

Complementariamente, en el año 2002, desde la Consejería de Hacienda y Economía, se dispone un concurso abierto, en tramitación ordinaria, para la contratación de «Servicio de mediación familiar» (306) . Además, también en 2002, se contrata, por parte del Gobierno, un «Programa de mediación familiar» (307) .

En 2005 se vuelve a hacer un nuevo concurso abierto, ahora para la contratación del «Servicio de Orientación y Mediación Familiar» (308) , cuya adjudicación se recoge, asimismo, en el Boletín correspondiente (309) .

8.3.  Cantabria

Esta Comunidad, además de suscribir con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales los correspondientes convenios de colaboración relativos a esta materia, cuenta en la estructura orgánica de la Consejería de Sanidad, Consumo y Asuntos Sociales, tal como se dispone en 2002 (310) , con la existencia del «Servicio de Atención a la Infancia, Adolescencia y Familia», siendo una de sus funciones «la promoción y gestión de programas, proyectos y actividades dirigidos a la orientación y mediación familiar para las situaciones de riesgo o deterioro familiar».

En el caso de Cantabria, mediante dos Resoluciones de 26 de noviembre de 2002, se convocan pruebas selectivas para la provisión, con carácter temporal, de puestos de trabajo para el Programa de Mediación y Punto de Encuentro (311) , publicándose, a continuación, por parte de la Fundación Pública Marqués de Valdecilla, la pertinente relación de admitidos en dicho concurso (312) .

También en 2005, y desde la misma Fundación Pública, se promueven dos nuevas resoluciones convocando pruebas selectivas para la contratación temporal de más personal dedicado al programa de Mediación, Orientación Familiar y Punto de Encuentro (313) .

Por otra parte, el Grupo Popular —según recoge El Diario Montañés (13 de febrero de 2007)— propone la tramitación de una Ley de Mediación Familiar en esta Comunidad Autónoma que es desestimada por el PSOE y el PRC. La razón esgrimida al respecto es que no debe haber una Ley regional hasta que, a nivel estatal, se «establezca un marco de referencia común» (314) .

En el año 2008 se regula la autorización, la acreditación, el Registro y la Inspección de Entidades, Servicios y Centros de Servicios Sociales de la Comunidad de Cantabria (315) ; al referirse a los servicios sociales se señala como uno de sus objetivos el «Apoyo y formación a la familia. Se incluyen en esta rúbrica, entre otros, los servicios de orientación y mediación familiar, que tienen por objeto la realización de actuaciones dirigidas a abordar las situaciones de crisis familiar causadas por dificultades en la relación y convivencia entre todos los miembros de la familia» (art. 4.e).

También resulta muy reciente la concreción de las tareas que tiene encomendadas el Servicio de Atención a la Infancia, Adolescencia y Familia; entre otras, «la promoción de centros y servicios, que dirigidos a la conciliación de la vida laboral y familiar, posibiliten la necesaria atención a primera infancia; la promoción y gestión de programas, proyectos y actividades dirigidos a la orientación y mediación familiar para las situaciones de riesgo o deterioro familiar» (316) .

8.4.  Extremadura

La Comunidad Autónoma de Extremadura suscribe, también en el año 2001, un Convenio de Colaboración con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales para la realización de programas de apoyo a familias en situaciones especiales (317) ; una vez más se considera la posibilidad de realizar una programación de «orientación y/o mediación familiar». Sucede lo mismo en 2002 (318) , 2003 (319) , 2004 (320) , 2005 (321) , 2006 (322)  y 2007 (323)  —aludiéndose también, en las dos últimas anualidades, a «Puntos de Encuentro Familiar»—. La cofinanciación de planes entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la Comunidad Autónoma, que contemplan también la mediación familiar, se mantienen en la actualidad (324) .

La Consejería de Bienestar Social, a través de la Dirección General de Infancia y Familia, desarrolla Programas de Mediación Familiar que se entienden como «un recurso gratuito que constituye una alternativa extrajudicial»; se accede a los mismos a través de la propia Dirección General de Infancia y Familia, y el quehacer correspondiente es profesional y está constituido por «un equipo multidisciplinar experto en la materia» (325) .

9.  Ceuta, Melilla

El Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla es el marco operativo básico que explica, en lo fundamental, la orientación prioritaria que se le otorga, hasta el momento actual, a la implantación, como un servicio público, de la Mediación Familiar.

Es por medio de resoluciones cómo se hacen públicos los convenios de colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la Ciudad de Melilla para que se realicen los programas de mediación familiar. Así cabe citar, como es usual, la de 25 de febrero de 2004 (326)  y la de 5 de abril de 2005, «para la realización de programas de apoyo a familias en situaciones especiales» (327) .

En relación con esta dinámica de gestión ha de entenderse cómo en Melilla se imparten cursos de Mediación Familiar y Gestión de Puntos de Encuentro (328) .

El modelo ceutí en la gestión de la mediación familiar es similar al visto en Melilla. En el mismo sentido cabe citar, igualmente, la Resolución de 9 de febrero de 2006, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio de colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y la Ciudad de Ceuta para la realización de programas de apoyo a familias en situaciones especiales (329) .

Ceuta y Melilla cuentan, pues, con partidas concretas en los compromisos financieros aprobados en la Conferencia de Asuntos Sociales contando con aportaciones del Estado que, mediante convenios —en este caso con cada una de estas dos ciudades— se utilizan para el desarrollo de programas cofinanciados por ambas partes y, en los cuales, está presente la mediación familiar (330) .
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